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Presentación


 En el año 2004, publicamos una primera versión del presente libro, en el Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, con la idea de que sirviera como texto de referencia de una asignatura cuatrimestral denominada «Aspectos fundamentales de Derecho procesal civil», que se impartía tanto en la Diplomatura de Relaciones Laborales como en la Licenciatura de Ciencias del Trabajo, ambas en el seno de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense. Posteriormente, en el año 2010, vio la luz una segunda edición de la obra, en la que se incorporaban las importantes modificaciones introducidas en el proceso civil por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de implantación de la nueva oficina judicial.

Al mismo tiempo, en octubre de 2010, se ponía en marcha un nuevo Plan de Estudios del Grado en Derecho en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, donde, conforme a las nuevas exigencias derivadas del denominado «Plan de Bolonia», se concentraba el contenido del «Derecho procesal civil» en dos asignaturas obligatorias distintas, impartidas en el segundo cuatrimestre del 2.º curso y en el primer cuatrimestre del curso 3.º del Grado en Derecho. Además, incluía una asignatura optativa, titulada «Tutela del crédito y procesos especiales», que profundizaría sobre una parte del segundo curso del Derecho procesal civil. El nuevo Plan ha supuesto no solo una nueva distribución de las materias propias de la asignatura sino, sobre todo, una disminución de las horas teóricas dedicadas a su enseñanza.

Ante la nueva situación producida, hemos considerado que nuestro trabajo anterior podía continuar siendo útil como material de apoyo para los estudios del nuevo Grado en Derecho, una vez adaptado al temario aprobado por los órganos académicos y ampliado el contenido de buena parte de los Capítulos del libro. Por ello, publicamos ahora esta obra, esta vez con la Editorial La Ley, en la que se expone todo el contenido de las asignaturas en que se ha dividido el Derecho procesal civil.

Sin embargo, los criterios que inspiraron la versión inicial de la obra no se han visto modificados. Este libro sigue sin pretender ser una obra jurídica exhaustiva, ni mucho menos constituirse en un tratado de Derecho procesal civil. Su finalidad básica es, como entonces, dar a conocer, de forma sencilla y sistemática, las características principales de la organización judicial civil y del proceso civil en nuestro ordenamiento jurídico, de modo que en ella el alumno encuentre los elementos fundamentales para su adecuada comprensión, incluidas las principales sentencias dictadas al respecto tanto por el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo. Quizá ello contribuya también a que el texto pueda resultar interesante para los abogados y demás profesionales que desempeñan su actividad en relación con el proceso civil, tan necesitados muchas veces de obras claras y coherentes referentes a esta materia.

En todo caso, es de justicia destacar de nuevo que el tratamiento conceptual de las instituciones procesales que se recogen en esta obra es tributario de las enseñanzas de nuestro maestro, el Prof. Dr. D. Andrés de la Oliva Santos, Catedrático emérito de Derecho Procesal de la Universidad Complutense de Madrid.

Confiamos en que el esfuerzo invertido en la elaboración de este libro se vea recompensado con un mejor conocimiento del Derecho procesal civil español por parte de quien lo lea. Simplemente con eso nuestro trabajo habrá merecido la pena.

LOS AUTORES








Parte primera Derecho procesal civil I







Capítulo I La jurisdicción como función del Estado

Julio Banacloche Palao



 1.  LOS CONFLICTOS JURÍDICOS Y LOS SISTEMAS DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS

1.1.  Los conflictos jurídicos

I. El Derecho es el conjunto de normas coercitivas que regulan la vida social conforme a criterios de justicia. Atendiendo al sector de la vida social regulado, se han ido estableciendo las distintas divisiones o ramas del Derecho; por ejemplo, desde muy antiguo se ha distinguido entre el Derecho público, que atiende a las relaciones entre los particulares y la autoridad política, y el Derecho privado, que contiene las normas referentes a las relaciones entre los particulares. Una de esas ramas es el denominado Derecho procesal, compuesto por las normas a través de las cuales se resuelven los conflictos que surgen a la hora de aplicar o interpretar las normas jurídicas reguladoras de los distintos aspectos de la vida social.

La experiencia histórica demuestra que, en numerosas ocasiones, los particulares no se ponen de acuerdo acerca de si debe aplicarse o no una determinada norma, o cómo ha de aplicarse o, sencillamente, sobre el modo de reaccionar ante un incumplimiento evidente de lo preceptuado. Surge entonces un conflicto jurídico, que debe ser resuelto para restaurar la paz social. La solución de fondo de la controversia vendrá dada por las normas sustantivas que hayan de aplicarse en cada caso (es decir, por la rama del Derecho material que corresponda: civil, mercantil, laboral, penal, etc.). Pero la forma a través de la cual debe resolverse el conflicto también tiene su importancia, y a regular esta cuestión se dedica precisamente el Derecho procesal.

II. A lo largo de la historia han existido diversas formas de resolución de los conflictos jurídicos. Unos, los primeros en aparecer históricamente, buscaban que la controversia la resolvieran los propios interesados (fórmulas autocompositivas), bien mediante la reacción violenta (autotutela), bien mediante el arreglo racional (transacción). Sin embargo, dado que con ese sistema no siempre se podía dar satisfacción a los afectados ni restaurar la paz social, empieza a asumirse que lo mejor es que se encomiende a un tercero la solución de la controversia (fórmulas heterocompositivas), sea este una persona privada (arbitraje), sea el propio Estado (jurisdicción). A continuación se analizarán cada uno de estos modos de resolver los conflictos jurídicos.

1.2.  Sistemas autocompositivos de resolución de conflictos

I. Las fórmulas autocompositivas, como su propio nombre indica, se basan en que la solución del conflicto (su composición) se realiza por los propios interesados, sin acudir a un tercero imparcial que decida la controversia. En estos casos, si el arreglo se funda en la fuerza, se habla de «autotutela» o «justicia privada», cuyo principal exponente histórico es la Ley del Talión («ojo por ojo y diente por diente»), que se encuentra recogido en los primeros Códigos legales de los que se tiene noticia (Código de Hammurabi de 1760 a.C., Ley de las Doce Tablas en Roma, o las Leyes del Éxodo y Levítico en el pueblo hebreo, recogidas en la Biblia). Este sistema no dejó de suponer un avance social importante, pues obligaba a limitar el alcance de la reacción; ya no se admitía una respuesta desproporcionada a la ofensa recibida, sino se exigía que se ajustara a dicha ofensa (se trata, pues, de tomarse la justicia por la propia mano, no la injusticia).

La autotutela tiene un doble inconveniente: el primero estriba en que, aunque teóricamente cualquier ofendido puede acudir a ella, en la práctica únicamente puede reaccionar quien dispone de fuerza suficiente para hacerlo, por lo que muchos conflictos quedan sin zanjar; y el segundo en que, como es el propio afectado quien articula la reacción, lo normal es que se exceda en ella (porque, como señala el dicho, nadie es buen Juez de su propia causa) y termine originando una espiral de violencia que ponga en peligro la convivencia. De ahí que, en los sistemas jurídicos modernos, se proscriba la autotutela como forma de resolución de conflictos, salvo excepciones muy contadas (1) .

II. Como consecuencia de las dificultades prácticas que, en muchas ocasiones, suponía la puesta en marcha de la autotutela, así como las consecuencias negativas que terminaba generando tanto para el ofendido como para el agresor, pronto se vio la posibilidad de sustituirla por una alternativa que, zanjando el conflicto, supusiera una cesión mutua en la propia posición dirigida a alcanzar una ventaja para ambos. Se trata de la transacción, donde el arreglo se logra por medio de un acuerdo pacífico fundado en un análisis racional de la situación.

Esta fórmula de resolución de los conflictos, que aún se halla vigente en nuestro Código Civil como forma de resolver extrajudicialmente determinadas controversias (art. 1809 y ss. CC), también tiene sus inconvenientes: necesita para ponerse en práctica el acuerdo de ambos interesados, y no evita que la parte más fuerte termine imponiendo un acuerdo poco equilibrado a su contraria, lo que puede impedir que se ponga fin definitivamente al conflicto.

1.3.  Sistemas heterocompositivos de resolución de conflictos

I. Las desventajas de las fórmulas autocompositivas determinaron que, poco a poco, se fueran imponiendo en las distintas sociedades las soluciones heterocompositivas, en las que la resolución de la controversia se encomienda a un tercero ajeno a los interesados. Este sujeto imparcial bien puede ser un particular elegido por ellos, cuya decisión es asumida como propia por el Estado, bien alguien a quien el poder político concede directamente la potestad de resolver conflictos jurídicos. En el primer caso, se está ante el arbitraje; en el segundo, ante la jurisdicción.

II. El arbitraje es una fórmula habitual de resolución de controversias en los Estados actuales, aunque, cuantitativamente hablando, poco utilizada. Generalmente, dadas las ventajas que comporta respecto a la jurisdicción (mayor rapidez, flexibilidad procedimental, especialización y confidencialidad), es preferida para decidir asuntos complejos o de envergadura; aunque curiosamente también se emplea en conflictos menores (consumo, seguros, transporte). Su regulación se halla en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje (vid. Capítulo XXVI).

Al margen de lo anterior, a medida que el poder político se robustece y adopta la forma del Estado moderno, se hace con el monopolio en el uso legítimo de la fuerza y, simultáneamente, decide también asumir casi en exclusiva la función de solventar las controversias jurídicas por órganos específicos y de forma irrevocable (función jurisdiccional).

1.4.  La mediación como forma alternativa a la jurisdicción

I. En la actualidad, desde las autoridades e instituciones de la Unión Europea se está promoviendo el uso de sistemas de resolución de controversias alternativos a la jurisdicción (el acrónimo inglés habitualmente utilizado es ADR: Alternative Dispute Resolution), entre los que destaca especialmente la mediación. Esta es una fórmula mixta en la que se cuenta con la intervención de un tercero (el mediador), que intenta aproximar posiciones entre los interesados —e incluso puede apuntar vías de solución al conflicto, con lo que se acercaría a la conciliación—, pero sin que pueda decidir la cuestión, algo que sigue correspondiendo a las partes por medio de un acuerdo.

La principal razón del auge de estos modelos no judiciales de decisión de controversias radica en el intento por parte de los legisladores de conseguir así una disminución del trabajo de los Tribunales, que es muy elevado y costoso (2) . Pero lo cierto es que aún no se ha creado en la ciudadanía española una cultura jurídica que asuma que estas fórmulas constituyen una verdadera alternativa a la jurisdicción, por lo que su uso sigue siendo a día de hoy algo puramente testimonial.

II. La mediación se encuentra regulada en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación en asuntos civiles y mercantiles (LM). A diferencia de lo que sucede en otros países (como Italia, Argentina, o incluso Francia en relación con determinados conflictos familiares), donde es obligado acudir a ella antes de poder demandar judicialmente, la mediación en nuestro sistema es voluntaria (art. 6.1 LM), sin que pueda obligarse a los interesados a acudir a un procedimiento de mediación, a mantenerse en él o a cerrar un acuerdo (art. 6.2 LM). No es, sin embargo, gratuita, debiendo pagar a los mediadores los honorarios estipulados (art. 15 LM).

El procedimiento de mediación puede iniciarse por común acuerdo de las partes o por iniciativa de una de ellas, cuando exista un compromiso previo para someterse a él (art. 16.1 LM). En este segundo caso, no se puede iniciar un proceso judicial hasta que no finalice la mediación (arts. 39 y 63.1 LEC). Por el contrario, si ya existiera un proceso judicial abierto, se podrá pedir su suspensión (art. 16.3 LM). De hecho, los arts. 414 y 415 LEC prevén que es la audiencia previa (o la vista en el verbal: art. 440.1 LEC) el trámite idóneo para que el Tribunal informe a las partes de la posibilidad que tienen de acudir a una mediación para resolver su controversia (o al menos a la primera sesión de esta, que es de naturaleza informativa: art. 17 LM).

Para incentivar el uso de la mediación, el art. 517.2.2.º LEC convierte al acuerdo que resulte de ella en título ejecutivo, siempre que se haya elevado a escritura pública. De este modo, el incumplimiento de lo acordado permite acudir directamente a los tribunales para su ejecución forzosa, sin necesidad de instar un proceso declarativo, con lo que el acuerdo se equipara a una sentencia firme o a un laudo arbitral. Esta disposición puede abrir la puerta a un cierto fraude, pues incentiva que cualquier acuerdo que surja de una negociación (incluido el que contenga obligaciones no dinerarias) convenga revestirlo como fruto de una mediación, porque así, una vez escriturado, permitiría instar directamente una ejecución en caso de incumplimiento, algo que no sería posible si se tratara de una transacción ordinaria.

2.  LA JURISDICCIÓN ENTENDIDA COMO FUNCIÓN

2.1.  La función jurisdiccional: concepto, fundamento, finalidad y naturaleza

I. La función jurisdiccional hace referencia a una forma de resolver conflictos jurídicos de forma irrevocable, efectuada por unos órganos ajenos a las partes del conflicto, a los que el Estado atribuye en exclusiva el desempeño de dicha actividad a través de unos mecanismos legalmente determinados (los procesos). Es decir, que para que se desarrolle la función jurisdiccional deben concurrir tres elementos: uno objetivo, consistente en la existencia de un conflicto jurídico que ha de ser resuelto de manera definitiva e irrevocable conforme a Derecho; otro subjetivo, que supone la atribución por el Estado a un órgano ajeno al conflicto de la potestad para resolverlo e imponer a los interesados la decisión correspondiente; y un tercero formal, consistente en que esa decisión se tome dentro de un conjunto de actos regulados legalmente y que constituyen el proceso.

A la decisión judicial se llega, pues, aplicando el Derecho objetivo al caso concreto, de manera que el contenido esencial de la actividad jurisdiccional consiste en aplicar a un conflicto particular las normas adecuadas de la rama del Ordenamiento de que se trate, previstas con carácter general para esa clase de supuestos, utilizando los cauces procesales establecidos por la Ley.

II. En nuestro Ordenamiento jurídico, el «Poder Judicial» se regula en el Título VI de la Constitución Española (en adelante, CE); y, dentro de ese Título, la potestad jurisdiccional se menciona en el art. 117.3, definiéndose como el poder necesario para «juzgar y hacer ejecutar lo juzgado», es decir, para ejercitar la función jurisdiccional. Por lo tanto, ejercer la función jurisdiccional consiste en decir y realizar el Derecho objetivo en cada proceso, en tutelar y hacer efectivo lo tutelado. No se trata, pues, únicamente de resolver el conflicto y dejar que el beneficiado por la decisión la lleve a cabo por sus propios medios (como sucedía, por ejemplo, en el Derecho romano): el Estado asume también la ejecución de dicha decisión, de manera que se eviten los riesgos ya comentados de cualquier iniciativa individual de realización del propio derecho.

En este sentido, hay que entender que el fundamento último de la jurisdicción (esto es, lo que justifica su existencia), se encuentra tanto en el valor justicia (dar a cada uno lo suyo), pues así se eluden las consecuencias negativas derivadas de la autotutela, como en el de seguridad, puesto que si se encomienda la resolución de los conflictos a un órgano del Estado que no solo está revestido de una auctoritas que haga respetable su actuación, sino que también cuenta con la potestas necesaria para imponer su decisión, se puede asegurar que el conflicto no se va a prolongar en el tiempo y que las partes aceptarán lo decidido y cumplirán lo que en la resolución judicial se disponga.

La finalidad, pues, de la función jurisdiccional es principalmente la de resolver conflictos o dar cumplimiento a lo que ella previamente ha decidido. En definitiva, es una actividad que se dirige a poner fin de forma irrevocable a los conflictos jurídicos suscitados en el seno de una sociedad, decidiendo la cuestión o imponiendo la decisión si los afectados no la cumplen voluntariamente. La tutela de los derechos subjetivos de las personas aparece, pues, como su finalidad principal. Evidentemente, en cuanto que en las decisiones adoptadas se aplica el Derecho, también sirve para la protección del ordenamiento jurídico en su conjunto, y para orientar en su aplicación; pero esto solo se hace por razón del caso concreto, que es lo que origina la intervención judicial.

III. Para determinar la naturaleza jurídica de la función jurisdiccional (es decir, su incardinación dentro de las distintas categorías del Derecho), hay que vincularla a su origen, que no es otro que el concepto moderno de soberanía, tal y como resulta entendido desde su formulación por Juan Bodino a finales del siglo XVI en su conocida obra Los seis libros de la República (1576). La soberanía es el poder supremo del Estado, «poder absoluto y perpetuo» que se ejerce sobre todos los que se encuentran en un territorio y están por ello sometidos a su esfera de actuación. Aunque ha de ser fruto de un pacto previo, una vez determinado dónde se deposita la soberanía, todos los poderes intermedios se ejercen por delegación, y únicamente al soberano corresponde el poder de dictar leyes, e imponer su cumplimiento tanto en la gestión ordinaria de los asuntos como en el caso de conflicto.

Este planteamiento del poder no tardó en desembocar en una teoría política que justificaba la concentración máxima del poder en manos de un solo sujeto: el absolutismo, que tiene como principal exponente doctrinal al inglés Thomas Hobbes en su obra Leviatán (1651), y como referente histórico a la monarquía francesa de Luis XIV, el Rey Sol, que con razón proclamaba que el Estado era él («l´État c´est moi»). En su obra, Hobbes crea la ficción de un estado de naturaleza ingobernable, donde el egoísmo natural con que actúan enfrenta a los hombres entre sí (homo homini lupus), y donde no cabe otra solución que la de que todos y cada uno renuncien a sus derechos naturales y se los entreguen a un soberano para asegurar la supervivencia de la sociedad. No existe, pues, en esta concepción política más que un soberano que ejerce todo el poder y unos súbditos que están desprovistos de derechos y que se han comprometido a cumplir lo que emana del poder soberano. Como es obvio, en este modelo todos los poderes están reunidos y se ejercen por un solo hombre: el rey absoluto, que, como se decía en Gran Bretaña, no se puede equivocar (The king can´t wrong).

El contrapunto teórico de la doctrina absolutista lo encontramos también en la obra de otro autor inglés, que asumiendo la teoría del contrato social, sin embargo da preferencia a los derechos de los ciudadanos sobre el poder del Estado. Nos estamos refiriendo a John Locke, que en su Tratado sobre el gobierno civil (1689), admite la existencia de un estado de naturaleza donde los hombres no solo actúan movidos por sus propios intereses, sino que también cooperan entre sí y se hallan en una situación pacífica. Ahora bien, ante el riesgo de que puedan ponerse en peligro los derechos naturales e irrenunciables de las personas (la vida, la libertad, la propiedad), deciden mediante el pacto social constituir un poder superior que garantice el respeto de esos derechos. No hay, pues, una renuncia a tales derechos, ni el Estado puede vulnerarlos; de hecho, su única razón de ser es protegerlos: nace así el liberalismo político.

Pero como todo poder tiende a ejercerse de forma ilimitada, siempre existe un potencial riesgo para los derechos naturales. De ahí que Locke considere que lo más conveniente es dividir el poder, atribuyéndoselo a sujetos diferentes, de tal modo que se produzca un contrapeso entre unos y otros que se alce como una garantía de los derechos de los ciudadanos. Es el origen de la teoría de la división de poderes, Locke propugna la existencia de un poder legislativo (que corresponde al Parlamento), de un poder ejecutivo (que incluye el judicial, y se atribuye al monarca), y de un poder federativo (que se atribuye a las comunidades locales, con mucho peso en Gran Bretaña).

Las ideas que Locke expone en las islas para la monarquía parlamentaria británica las recoge y extiende por el continente Charles Louis de Secondat, Barón de Montesquieu, quien en su obra El espíritu de las leyes (1739) reivindica la necesidad de separar los poderes, ya en este caso distinguiendo los tres poderes que han pasado posteriormente a las Constituciones modernas: el legislativo, el ejecutivo y el judicial, atribuidos también a sujetos diferentes para garantizar el equilibrio y evitar el abuso.

Por consiguiente, la potestad jurisdiccional supone una participación en el ejercicio del poder supremo del Estado, que implica la aplicación de la Ley en la resolución de los conflictos y que se atribuye a unos determinados sujetos (Jueces y Magistrados) distintos de los titulares de los demás poderes del Estado.

IV. Todas estas ideas relativas al poder judicial aparecen claramente recogidas en la Constitución Española de 1978. Así, en el art. 1.2 CE se recoge la idea de soberanía como poder supremo («la soberanía reside en el pueblo español, del que emanan todos los poderes del Estado»); esa soberanía se divide en tres poderes, que se atribuyen a órganos distintos: el poder legislativo al Congreso y al Senado (art. 66.2 CE: «Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado»), el poder ejecutivo al Gobierno (art. 97 CE: «El Gobierno (…) ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria»), y el poder judicial a Jueces y Magistrados (art. 117.3 CE: «El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes»), a quienes también se encomienda la tutela de los derechos fundamentales de las personas (art. 53.2 CE).

En lo que aquí interesa, la importancia que otorga la Constitución al Poder Judicial es muy notable, dado que es el único de los tres poderes que aparece denominado como tal (el Título VI de la CE tiene por rúbrica: «Del Poder Judicial»). Además, conviene resaltar que el ejercicio de la potestad no se atribuye a los miembros de la Judicatura en su conjunto, ni menos aún a su órgano de gobierno (el Consejo General del Poder Judicial), sino a cada Juez individualmente considerado cada vez que juzga o hace ejecutar lo juzgado. Así lo ha reconocido expresamente el Tribunal Constitucional, en su importante Sentencia 108/1986, de 29 de julio (3) .

2.2.  Los principios de la función jurisdiccional

I. La potestad jurisdiccional aparece configurada en el art. 117 CE con una serie de rasgos que permiten caracterizarla y excluir determinadas interpretaciones que puedan desfigurar lo que con ella ha pretendido el legislador constituyente.

En primer lugar, se establece el principio de monopolio estatal, que consiste en que el Estado se reserva en exclusiva el ejercicio de la potestad jurisdiccional, sin que se puedan admitir organizaciones o estructuras paralelas de tutela o realización del Derecho. Por eso, no solo se prohíben expresamente los Tribunales de honor (art. 26 CE), sino que no tendría efecto alguno cualquier otro sistema de justicia alternativo al estatal (como podría ser el propio de algunas minorías raciales o grupos sociales). Eso no significa que no puedan reconocerse las decisiones adoptadas por Tribunales internacionales o supranacionales, o las de determinados Tribunales internos (consuetudinarios o arbitrales), pero si tales decisiones se toman en consideración es precisamente porque son asumidas como propias por el Estado, de manera que se sigue respetando formalmente el principio de monopolio estatal (4) .

En segundo lugar, dentro de los diferentes órganos e instituciones que componen el Estado, la potestad jurisdiccional se atribuye con exclusividad a los Juzgados y Tribunales, llamados también «órganos jurisdiccionales», de modo que no cabe que desempeñen esa función los titulares del poder legislativo ni del ejecutivo (5) . Esto significa que solo los Jueces y Tribunales pueden decir y realizar el Derecho en el caso concreto, y que aunque pueda existir una autotutela previa (como sucede en los procedimientos administrativos, donde la Administración es Juez y parte decidiendo controversias que le afectan directamente), los ciudadanos siempre podrán acudir al Poder Judicial a impetrar la tutela de sus derechos e intereses legítimos (art. 24.1 CE y, específicamente en relación con las decisiones administrativas previas, art. 106.1 CE).

En tercer lugar, y como contrapeso a lo anterior, los Jueces y Magistrados no pueden desempeñar otras funciones que las estrictamente jurisdiccionales, lo que se califica como actuación excluyente (o exclusividad negativa) de los Tribunales (art. 117.4 CE). Únicamente se excepcionan determinadas atribuciones que se les puedan conferir en garantía de derechos fundamentales o por razón de su especial auctoritas (como la participación en las Juntas Electorales o en los jurados provinciales de expropiación forzosa, la llevanza del Registro Civil o la competencia en materia de jurisdicción voluntaria) (6) . En estos últimos casos, los Tribunales ejercen funciones judiciales, pero no jurisdiccionales, como ha señalado el Auto del TC 505/2005, de 13 de diciembre, en relación con la actuación en el Registro Civil (7) .

II. Especial importancia tiene en el ejercicio de la potestad jurisdiccional el principio de unidad jurisdiccional. La potestad jurisdiccional es única para todo el territorio del Estado, al igual que la soberanía de la que dimana también lo es. En consecuencia, todos los sujetos que desempeñan la función jurisdiccional ejercitan la misma potestad, tienen el mismo «poder», con independencia del Tribunal al que se adscriban o de la parte del territorio en que se hallen. En esto consiste la unidad jurisdiccional consagrada en el art. 117.5 CE: en que no haya jurisdicciones con su propio sistema de organización y funcionamiento, ni por razones de estatus personal de los litigantes, ni por razones de estatus territorial del Tribunal competente. Así pues, el principio de unidad jurisdiccional tiene una doble vertiente:

1) Personal, que pone fin a la existencia multisecular de jurisdicciones especiales que se concedían en atención a las peculiares circunstancias de determinados sujetos. Así, durante siglos estuvieron funcionando en España tribunales gremiales (incluso los integrantes de la comunidad universitaria tenían su propia jurisdicción), de comercio, eclesiásticos, militares, de hacienda, incluso se concedió un Tribunal propio a la empresa que realizó el Canal Real de Castilla en pago de sus servicios. Esa situación intentó reconducirse en la Constitución de 19 de marzo de 1812, pero no fue hasta el Decreto de Unificación de Fueros de 6 de diciembre de 1868 cuando se produjo la desaparición de todas las jurisdicciones especiales, excepción hecha de los Tribunales militares y los eclesiásticos.

Conviene señalar que una jurisdicción especial conoce privativamente de aquellos asuntos que se refieren a una persona o una materia concreta, y tiene sus propias normas de organización (especialmente en lo que se refiere a la forma de constituir los Tribunales) y funcionamiento (es decir, sobre las normas que rigen el proceso).

Pues bien, la Constitución de 1978, en su art. 117.5 CE, deja bien clara la inconstitucionalidad de cualquier jurisdicción especial no prevista expresamente en su propio texto (de ahí que afirme que la unidad «es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales»). Únicamente mantiene como jurisdicción especial, por razones no solo históricas sino también funcionales, la jurisdicción militar —aunque limitada al «ámbito estrictamente castrense», lo que engloba básicamente el enjuiciamiento de delitos e infracciones disciplinarias cometidas dentro de dicho ámbito—, y también aquellos otros órganos que desempeñan función jurisdiccional y que, por sus especiales características, requieren sus propias normas de organización y funcionamiento (como el Tribunal Constitucional, el Tribunal de Cuentas, los Tribunales consuetudinarios o los Tribunales supranacionales e internacionales). La jurisdicción eclesiástica es desde la Constitución de 1978 ajena al sistema judicial español, y las sentencias de sus Tribunales se equiparan a las que provienen de un país extranjero (Acuerdo jurídico entre el Estado español y la Santa Sede de 3 de enero de 1979).

2) Territorial, que implica que en el Estado español existe un solo conjunto de Tribunales estatales, a diferencia de lo que sucede en los Estados federales, en que existe una dualidad de órganos jurisdiccionales (los de la Federación y los de cada Estado federado). Precisamente este es el aspecto esencial para negar que en España exista actualmente un sistema político federal: que, aunque haya un poder legislativo y ejecutivo en cada Comunidad Autónoma, no existe sino un único y común poder judicial para el conjunto del territorio (8) .

Evidentemente, lo anterior no supone que no se tenga en cuenta el modelo de distribución territorial del poder en España a la hora de organizar el Poder Judicial. En nuestro sistema, las demarcaciones judiciales coinciden en buena medida con los entes territoriales existentes (es decir, hay órganos cuya competencia se extiende al ámbito de la provincia, de la Comunidad Autónoma, o de la totalidad del Estado). De ahí que el art. 152.1 II CE considerara la existencia de un nuevo órgano jurisdiccional que extendería su jurisdicción al ámbito de la Comunidad Autónoma (el Tribunal Superior de Justicia); aunque siempre en el bien entendido que tal Tribunal no pertenece a dicha Comunidad, sino que simplemente radica y despliega su actuación en ella (como sucedería con un regimiento militar).

Además de la instauración de los Tribunales Superiores de Justicia, el art. 152.1 II CE también establece que las Comunidades pueden emitir informes sobre la más adecuada organización de los Tribunales radicados en su territorio, e incluso se postula constitucionalmente que las instancias procesales finalicen con decisiones de órganos todos sitos en la misma Comunidad Autónoma. Pero hay que insistir de nuevo en que tales concesiones no implican merma a la unidad del Poder Judicial, que sigue siendo uno y el mismo en todo el territorio, y que se identifica con la Administración de Justicia, que es competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.5.ª CE). En consecuencia, en España no existe un doble nivel institucional en materia de organización judicial (estatal y autonómico), sino que todos los Tribunales pertenecen al Estado, con independencia de su demarcación y del lugar que ocupen en el sistema.

Si se observa la estructura ideada por la Constitución, las competencias que las Comunidades Autónomas podían asumir se agotaban en lo previsto en el art. 152.1 II CE, atribuyéndose, como se ha visto, todo el conjunto de la «Administración de Justicia» al Estado central (art. 149.1.5.ª CE). Sin embargo, el Tribunal Constitucional, en su STC 56/1990, de 29 de marzo (y posteriormente en la STC 62/1990, de 30 de marzo), analizando la constitucionalidad de las denominadas «cláusulas subrogatorias» de los Estatutos de Autonomía (que establecían que los órganos autonómicos podían asumir las competencias que la Ley Orgánica del Poder Judicial —en adelante LOPJ— atribuía al Gobierno central en materia de Justicia cuando así lo estableciera el correspondiente Estatuto), sostuvo un criterio muy restrictivo sobre el contenido de dicha expresión, permitiendo a las Comunidades Autónomas asumir las competencias que integran lo que desde entonces se ha denominado «la administración de la Administración de Justicia», esto es: personal al servicio de los Juzgados y Tribunales, infraestructuras, medios materiales, informatización, etc. (9) .

Esta interpretación constitucional tan favorable a las Comunidades Autónomas —a nuestro parecer muy perturbadora del modelo, y que actualmente está siendo puesta en cuestión como consecuencia de la crisis económica (10) — ha dado lugar a la transferencia de competencias en materia de Justicia desde el Estado hacia aquellas Comunidades Autónomas que decidieron asumirlas (actualmente doce: Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, Cantabria, Cataluña, Comunidad Valenciana, Galicia, La Rioja, Madrid, Navarra y País Vasco), con lo que se ha multiplicado el número de órganos decisorios y, como consecuencia, se ha difuminado la responsabilidad.

III. Y es que el Estado también debe asumir una responsabilidad por lo realizado por la Administración de Justicia, cuando esta no funciona como es debido y produce con ello un perjuicio al ciudadano. En este sentido, el art. 121 CE consagra el derecho de toda persona a ser indemnizada a cargo del Estado conforme a la Ley cuando se produzcan daños derivados de dos situaciones distintas: el error judicial o el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. En todo caso, el daño producido debe ser «efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas» y no originado por fuerza mayor (art. 292.2 LOPJ) ni producido por el propio afectado (art. 295 LOPJ), no bastando para su existencia «la mera revocación o anulación» de una resolución judicial (art. 292.3 LOPJ).

Respecto del error judicial (11) , ha de ser reconocido por una decisión judicial específica, que, salvo que se haya determinado previamente en un recurso de revisión, se insta ante la Sala del Tribunal Supremo que corresponda en un plazo de tres meses desde que pudo ejercitarse la acción, y siguiendo el procedimiento propio de la demanda de revisión civil. Evidentemente, con carácter previo se habrá intentado corregir el error mediante el uso de los recursos legalmente previstos (art. 293 LOPJ). La alegación de funcionamiento anormal no requiere procedimiento judicial específico previo.

Una vez declarado el error o cuando se considere la existencia de un funcionamiento anormal, se ha de iniciar una reclamación administrativa ante el Ministerio de Justicia solicitando la indemnización que se considere procedente. La decisión podrá ser recurrida en vía contencioso-administrativa (art. 293.24 LOPJ). Tras la reforma introducida por la LO 7/2015, de 21 de julio, los particulares ya no pueden exigir directamente a los Jueces y Magistrados la responsabilidad civil derivada de los daños que aquéllos les originen en el ejercicio de sus funciones. Cuando se produzcan tales daños, se ha de reclamar la responsabilidad al Estado por la vía del error judicial o del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. Si se aprecia, por sentencia judicial o por resolución dictada por el CGPJ, la existencia de dolo o culpa grave del Juez o Magistrado en la producción del daño, la Administración podrá reclamarle por vía administrativa lo que ella hubiera pagado, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se hubiere podido incurrir (art. 296 LOPJ).

2.3.  Los conflictos de jurisdicción

I. Como ya se ha señalado, las atribuciones del poder ejecutivo y del poder judicial son distintas: aunque ambos estén sujetos al ordenamiento jurídico, a uno le corresponde gestionar la política conforme a Derecho y a otro resolver los conflictos que se planteen, declarando lo que es Derecho en el caso concreto. Así pues, para el primero las normas son un medio, para el segundo, un fin. Ahora bien, puede suceder que se suscite controversia en orden a determinar si una conducta o actuación forma parte de la esfera de competencia de un poder u otro (12) .

En tales casos, se suscita lo que la LOPJ denomina un conflicto de jurisdicción, que debe ser resuelto por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, «constituido por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por cinco vocales, de los que dos serán Magistrados de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial, y los otros tres serán Consejeros Permanentes de Estado» (art. 38.1 LOPJ), teniendo el Presidente voto de calidad en caso de empate (art. 38.2 LOPJ). Los componentes del órgano se renuevan anualmente (art. 40 LOPJ), y el procedimiento se encuentra regulado en la LO 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales.

II. Del mismo modo, cabe que se suscite un conflicto, también denominado de jurisdicción, entre un órgano de la jurisdicción ordinaria y de la especial, generalmente a la hora de enjuiciar un delito o una infracción que pueden formar parte del ámbito propio de la jurisdicción militar.

En tal caso la decisión corresponde a la denominada Sala de Conflictos de Jurisdicción, «compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo, que la presidirá, dos Magistrados de la Sala del Tribunal Supremo del orden jurisdiccional en conflicto y dos Magistrados de la Sala de lo Militar, todos ellos designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial» (art. 39.1 LOPJ). También la forma de instar y tramitar este tipo de conflicto aparece regulada por la LO 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales.






	 (1) 

	Por ejemplo, es una excepción a la prohibición de la autotutela lo dispuesto en el art. 592 del Código Civil (en adelante CC): «Si las ramas de algunos árboles se extendieren sobre una heredad, jardines o patios vecinos, tendrá el dueño de estos derecho a reclamar que se corten en cuanto se extiendan sobre su propiedad, y, si fueren las raíces de los árboles vecinos las que se extendiesen en suelo de otro, el dueño del suelo en que se introduzcan podrá cortarlas por sí mismo dentro de su heredad». Y también la legítima defensa, contemplada en el art. 20.4 del Código Penal (en adelante CP), que establece la exención de responsabilidad criminal para quien «obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que concurran los requisitos siguientes: 1. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará agresión ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito o falta y los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de defensa de la morada o sus dependencias, se reputará agresión ilegítima la entrada indebida en aquella o estas. 2. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. 3. Falta de provocación suficiente por parte del defensor».
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	Por ejemplo, según la estadística elaborada por el Consejo General del Poder Judicial en «La Justicia dato a dato», en 2017 el número de asuntos ingresados en los Tribunales fue el siguiente: en el orden jurisdiccional civil, 2.040.018 asuntos; en el penal, 3.232.678; en el contencioso-administrativo, 195.908; y en el social, 404.860. No obstante este elevado volumen global de asuntos, lo cierto es que la situación se ha estabilizado, e incluso la litigiosidad ha descendido levemente en los últimos años, sobre todo a medida que se ha ido superando la crisis económica iniciada en 2008.
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	 (3) 

	En concreto, esta sentencia señala que «basta la simple lectura del Texto constitucional, en el que, como se ha dicho, lo que se consagra es la independencia de cada Juez a la hora de impartir justicia, sin que la calidad de "integrantes o miembros" del Poder Judicial que se les atribuye en preceptos ya citados tenga otro alcance que el de señalar que solo los Jueces, individualmente o agrupados en órganos colegiados, pueden ejercer jurisdicción "juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado"».
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	En este sentido, la STC 174/1995, de 23 de noviembre, declaró inconstitucional una norma que establecía un sistema institucional obligatorio de arbitraje de transportes, dado que condicionaba la posibilidad de acudir a la jurisdicción al acuerdo de ambas partes, lo que vulnera el art. 24.1 CE.
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	 (5) 

	En otros sistemas constitucionales, no es infrecuente que se atribuya al Congreso la posibilidad de enjuiciar a los miembros del poder ejecutivo cuando se les acusa de determinados delitos. En nuestra Constitución, siempre les enjuician los órganos del Poder Judicial (art. 102.1 CE), y únicamente se prevé en determinados delitos (traición o cualquier otro contra la seguridad del Estado) condicionar esa persecución penal a la aprobación del Congreso (art. 102.2 CE).
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	 (6) 

	Como señala la STC 124/2002, de 20 de mayo, en relación con una controversia sobre acogimiento de menores derivado de un presunto desamparo: «finalmente ha de precisarse que la función encomendada en estos casos al Juez no es la de juzgar y ejecutar lo juzgado (art. 117.3 CE), sino que, al ser concebida al modo de la jurisdicción voluntaria, ha de incluirse en las funciones que, de acuerdo con el art. 117.4 CE, puede atribuirle expresamente la Ley en garantía de cualquier derecho (STC 93/1983, de 8 de noviembre, FJ 3))».


	 Ver Texto 




	 (7) 

	En este caso, la Magistrada encargada del Registro Civil de Denia se negó a inscribir un matrimonio entre personas del mismo sexo y planteó la posible inconstitucionalidad del art. 44 párrafo segundo del Código Civil, que equiparaba el matrimonio heterosexual con el realizado por personas del mismo sexo. El Tribunal Constitucional inadmite la cuestión de inconstitucionalidad por entender que el Juez que ejerce funciones en materia de Registro Civil no está desempeñando función jurisdiccional, y por ello no puede acogerse a lo previsto en el art. 163 CE: «ni en el desempeño de dicha actividad esta desarrolla una función jurisdiccional, al integrarse en la estructura administrativa del Registro Civil, bajo la dependencia funcional que no orgánica del Ministerio de Justicia, a través de la Dirección General de los Registros y del Notariado, ni puede calificarse de jurisdiccional la decisión, pese a su denominación de Auto, que ha de adoptar en el expediente matrimonial aprobando o denegando la celebración del matrimonio, al ser susceptible de recurso y revisión ante un órgano administrativo, por lo que tampoco en modo alguno dicha decisión puede merecer la consideración (ni aun en la flexible interpretación que este Tribunal ha hecho del término "fallo" utilizado por los arts. 163 CE y 35.1 LOTC), de "pronunciamiento decisivo o imperativo de una resolución judicial" (STC 76/1982, de 14 de diciembre, FJ 1))».
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	Así lo ha afirmado expresamente el Tribunal Constitucional en su Sentencia 31/2010, de 28 de junio, Fundamento Jurídico 42, sobre el nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña aprobado por la LO 6/2006, de 19 de julio: «Examen que, como es evidente, no puede sino partir del principio de que una de las características definidoras del Estado autonómico, por contraste con el federal, es que su diversidad funcional y orgánica no alcanza en ningún caso a la jurisdicción. En el Estado autonómico, en efecto, la diversificación del ordenamiento en una pluralidad de sistemas normativos autónomos no se verifica ya en el nivel de la constitucionalidad con la existencia de una pluralidad de Constituciones (federal y federadas), sino que, a partir de una única Constitución nacional, solo comienza en el nivel de la legalidad. Los sistemas normativos que en ese punto se configuran producen normas propias, a partir del ejercicio de unas potestades legislativa y ejecutiva también propias. Sin embargo, la función jurisdiccional, mediante la que tales normas adquieren forma y contenido definitivos, es siempre, y solo, una función del Estado. En definitiva, si el Estado autonómico arranca con una Constitución única, concluye con una jurisdicción también única, conteniéndose la diversidad de órganos y funciones en las fases del proceso normativo que media entre ambos extremos. La unidad de la jurisdicción y del Poder Judicial es así, en el ámbito de la concreción normativa, el equivalente de la unidad de la voluntad constituyente en el nivel de la abstracción)».
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	El Tribunal Constitucional afirmó a este respecto en la citada STC 56/1990: «El art. 149.1.5 de la Constitución reserva al Estado como competencia exclusiva la "Administración de Justicia"; ello supone, en primer lugar, extremo este por nadie cuestionado, que el Poder Judicial es único y a él le corresponde juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, y así se desprende del art. 117.5 de la Constitución; en segundo lugar, el gobierno de ese Poder Judicial es también único, y corresponde al Consejo General del Poder Judicial (art. 122.2 de la Constitución). La competencia estatal reservada como exclusiva por el art. 149.1.5 termina precisamente allí. Pero no puede negarse que, frente a ese núcleo esencial de lo que debe entenderse por Administración de Justicia, existen un conjunto de medios personales y materiales que, ciertamente, no se integran en ese núcleo, sino que se colocan, como dice expresamente el art. 122.1, al referirse al personal, "al servicio de la Administración de Justicia", esto es, no estrictamente integrados en ella. En cuanto no resultan elemento esencial de la función jurisdiccional y del autogobierno del Poder Judicial, cabe aceptar que las Comunidades Autónomas asuman competencias sobre esos medios personales y materiales)».
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	Y los motivos de crítica no se deben centrar únicamente en el gran coste que para las Comunidades Autónomas supone la asunción de las competencias en materia de Justicia, sino sobre todo porque ha generado una prestación de servicios muy desigual, según el territorio de que se trate, y también gravísimas disfunciones operativas (por ejemplo, sistemas informáticos incompatibles entre sí) que han dado como resultado una gestión ineficiente de los recursos empleados.
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	A título de ejemplo, la STS núm. 154/2011, de 2 de marzo, ha señalado que «la solicitud de declaración de error judicial, en suma, exige no solamente que se demuestre el desacierto de la resolución contra la que aquella se dirige, sino que esta sea manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico o haya sido dictada con arbitrariedad» y «no permite, por consiguiente, reproducir el debate propio de la instancia (SSTS 4 de abril de 2006, 7 de mayo de 2007), ni instar una revisión total del procedimiento de instancia (STS 31 de febrero de 2006), ni discutir sobre el acierto o desacierto del Tribunal de instancia en la interpretación de las normas aplicadas o en la valoración de la prueba (SSTS 25 de enero de 2006, 27 de marzo de 2006, 22 de diciembre de 2006, 7 de julio de 2010))».
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	Por ejemplo, la Sentencia del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción de 19 de diciembre de 1997 resuelve un conflicto negativo de jurisdicción derivado de la negativa de un Juzgado, primero, y de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita (órgano administrativo), después, de conocer de la tramitación del incidente de justicia gratuita afectado por la entrada en vigor de la nueva Ley 1/1996, de 10 de enero, que desjudicializó tal incidente, atribuyéndoselo a un órgano de la Administración.
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Capítulo II La jurisdicción como organización (I). Los órganos jurisdiccionales y de gobierno del poder judicial
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 1.  LA JURISDICCIÓN ORDINARIA: ÓRDENES JURISDICCIONALES Y CONFLICTOS DE COMPETENCIA

I. El hecho de que todos los órganos jurisdiccionales formen parte de la misma organización y ejerzan una misma potestad (art. 117 CE), no es incompatible con la especialización de los Tribunales por sectores del Ordenamiento jurídico. Dado que los órganos jurisdiccionales deben aplicar todas las ramas del Derecho objetivo o material (y sus correspondientes leyes procesales), y que cada rama se integra por normas cada vez más numerosas y complejas, ha sido históricamente preciso dividir el conjunto de órganos que forman la Jurisdicción ordinaria en diversos órdenes jurisdiccionales, atribuyendo a cada uno de ellos el conocimiento de una determinada parcela del Ordenamiento jurídico.

La división de la organización judicial en órdenes jurisdiccionales es perfectamente conforme con la Constitución, dado que se alude a ella al menos en el art. 123.1 CE, cuando se señala que el Tribunal Supremo «es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes», lo que implica dar por supuesto la existencia de estos. Ahora bien, la determinación concreta de cuántos y cuáles sean es cuestión que corresponde decidir al legislador ordinario, y puede ampliarse o reducirse según las circunstancias de cada momento (por ejemplo, la jurisdicción social nació de una escisión de la civil cuando las relaciones laborales empezaron adquirir rasgos propios y existió el suficiente volumen de litigios). En la actualidad, según el art. 9 LOPJ, los órdenes jurisdiccionales son cuatro: civil, penal, contencioso-administrativo y social (laboral).

El orden civil conoce de todas las materias propias del Derecho privado (es decir, Derecho civil y mercantil) y aquellas otras que no estén atribuidas expresamente a otro orden diferente (es la denominada vis atractiva de dicho orden); el penal, del enjuiciamiento de delitos y de las acciones civiles relacionadas con ellos; el contencioso-administrativo, de la reclamación contra actos, inacciones y vías de hecho de la Administración, así como de la impugnación de normas reglamentarias; y el social, de los conflictos derivados de las relaciones de trabajo tanto individuales como colectivas, así como de los vinculados a las cuestiones de la Seguridad Social.

II. La división de los Tribunales en órdenes jurisdiccionales comporta, junto a la indudable ventaja de la especialización funcional, algún inconveniente propio de todas las escisiones internas que proceden a distribuir competencias: en algunos casos pueden plantearse dudas acerca de cuál es el orden competente para conocer de una determinada materia (1) . Surge entonces una controversia entre Tribunales de diferente orden jurisdiccional, que se denomina conflicto de competencia. Este puede ser positivo o negativo (según los órganos en conflicto quieran conocer ambos o no quiera conocer ninguno del asunto), y debe ser resuelto por una Sala Especial del Tribunal Supremo, denominada «Sala de conflictos», como se verá después en el Capítulo X.

2.  LOS ÓRGANOS PROPIOS DE CADA ORDEN JURISDICCIONAL

I. Dentro de cada orden jurisdiccional, no existe un único Tribunal que conozca de todos los asuntos a él asignados. Por la misma razón de especialización funcional que en relación con los órdenes jurisdiccionales, dichos asuntos se distribuyen entre órganos diferentes, que pueden ser de dos tipos: unipersonales —cuando el órgano tiene un único titular— o colegiados —si está integrado por varias personas—. La distribución se realiza entre los órganos a través de normas de competencia. De hecho, se puede decir que la competencia es la parte de la jurisdicción que corresponde a cada uno de los órganos. En este sentido, todos los Tribunales tienen la misma jurisdicción entendida como función, pero no todos pueden ejercerla en cualquier caso, puesto que divergen en cuanto a su competencia.

II. La determinación de los órganos que forman parte de cada orden jurisdiccional es una cuestión de legalidad ordinaria (en la actualidad se regula en los arts. 53 a 103 LOPJ), de manera que pueden crearse o eliminarse órganos según las circunstancias del momento. A continuación se señalarán los hoy existentes, con una breve referencia de las características y competencias cada uno.

2.1.  El orden jurisdiccional civil

El orden jurisdiccional civil está integrado por seis tipos de Tribunales: tres órganos unipersonales y tres colegiados (2) . Los primeros son los Juzgados de Paz, los Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de lo Mercantil; y los segundos, las Audiencias Provinciales, la Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia y la Sala Primera (de lo Civil) del Tribunal Supremo. Analizaremos brevemente las materias de las que ha de conocer cada uno de ellos.

Los Juzgados de Paz tienen atribuida la resolución de muy pocos asuntos civiles: básicamente las reclamaciones de cantidad que no superen los 90 euros. Por eso, su labor principal consiste en llevar el Registro Civil, tramitar notificaciones y realizar actuaciones ejecutivas; todo ello con relación a las personas que residen dentro del ámbito de su circunscripción territorial, que se corresponde con municipios de poca población. Los Juzgados de Paz están a cargo de personas legas (no expertas en Derecho), elegidas por el Pleno del Ayuntamiento para un período de cuatro años (art. 101 LOPJ). No existen Juzgados de Paz en los municipios que cuentan con Juzgados de Primera Instancia.

Los Juzgados de Primera Instancia conocen de todos los asuntos civiles y mercantiles que la Ley no haya atribuido expresamente a otros órganos jurisdiccionales (la LO 7/2015, de 21 de julio, les ha dado los concursos de las personas naturales que no sean empresarios, hasta entonces competencia de los Juzgados de lo Mercantil), además de los recursos contra las resoluciones apelables de los Juzgados de Paz (art. 85 LOPJ). Su ámbito territorial se denomina «partido judicial» y abarca uno o varios municipios (3) . Al frente de los Juzgados de Primera Instancia se encuentra ordinariamente un Juez o Magistrado de la carrera judicial.

A los Juzgados de lo Mercantil, creados en 2003, se les encomienda el conocimiento de los procesos concursales y determinadas cuestiones expresamente señaladas por la Ley (art. 86 ter LOPJ), tanto de naturaleza mercantil (competencia desleal, sociedades, propiedad industrial, marcas, publicidad, Derecho marítimo o Derecho europeo de la competencia, entre otras), como de carácter civil (transporte, condiciones generales de la contratación o propiedad intelectual, por ejemplo). Por lo tanto, el nombre de estos órganos puede inducir a error: ni conocen de todos los litigios en que se aplique Derecho mercantil, ni carecen de competencia para determinadas cuestiones de otra naturaleza. Estos Juzgados, que están servidos por Magistrados especialistas en las materias propias de su competencia, tienen generalmente ámbito provincial (aunque pueden abarcar más de una provincia, siempre dentro de la misma Comunidad Autónoma: art. 86 bis LOPJ).

Por su parte, las Audiencias Provinciales son competentes para resolver los recursos interpuestos contra las principales resoluciones dictadas por los Juzgados de Primera Instancia y de lo Mercantil (art. 82.4 LOPJ). La circunscripción de las Audiencias es provincial; y aunque por provincia haya una sola Audiencia, esta puede dividirse en diferentes Secciones (al menos una de ellas dedicada a los asuntos civiles), siempre compuestas por personal juzgador con categoría de Magistrado (art. 80 LOPJ).

Las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia tienen atribuidas determinadas competencias en materia de recursos extraordinarios, y conocen en primera instancia de los procesos seguidos por responsabilidad civil contra algunos altos cargos y determinadas cuestiones relacionadas con el arbitraje (art. 73 LOPJ). Su ámbito territorial se circunscribe al de la Comunidad Autónoma donde radique el órgano (art. 71 LOPJ); y sus integrantes también son siempre Magistrados.

Por último, la Sala Primera (de lo Civil) del Tribunal Supremo conoce igualmente de determinados recursos extraordinarios, particularmente del recurso de casación y del extraordinario de infracción procesal, así como de la primera y única instancia en los casos en que se procede a exigir una responsabilidad civil frente a las altas personalidades del Estado señaladas en el art. 56 LOPJ. Los componentes de este órgano, cuya circunscripción es de ámbito estatal, ostentan la máxima categoría judicial: la de Magistrado del Tribunal Supremo.

2.2.  El orden jurisdiccional penal

De los cuatro órdenes jurisdiccionales, el de configuración más compleja es, sin lugar a dudas, el penal, tanto por la proliferación de Tribunales especiales (concepto este que se concretará más adelante), como por la separación del proceso en dos fases bien diferenciadas (instrucción y enjuiciamiento) que se atribuyen de forma necesaria a órganos judiciales diferentes (para respetar el «principio del Juez no prevenido», que exige que quien instruye —es decir, quien dirige la investigación de un delito— no puede ser también quien lo enjuicie).

En este orden jurisdiccional conviven asimismo órganos unipersonales y órganos colegiados, correspondiendo a estos últimos el conocimiento en primera instancia de los delitos graves, así como los recursos contra los autos y sentencias dictadas por los Juzgados unipersonales.

En concreto, son órganos propios y comunes de la jurisdicción penal los Juzgados de Paz (su competencia en materia penal se recoge en el art. 100.2 LOPJ y se limita al enjuiciamiento de algunas faltas, pero al haber desaparecido éstas tras la reforma operada por la LO 7/2015, ya no actúan en el ámbito penal); los Juzgados de Instrucción (art. 84 LOPJ, que enjuician delitos leves e investigan los demás delitos, extendiendo su competencia a un partido judicial, siendo denominados Juzgados mixtos cuando desempeñan simultáneamente funciones civiles y funciones penales de instrucción, en vez de separarlas, como permite el art. 89 LOPJ); los Juzgados de lo Penal (de ámbito provincial, que enjuician delitos castigados con pena de menos de cinco años de prisión: art. 89 bis), las Audiencias Provinciales (para conocer de los delitos más graves, de más de cinco años, y los recursos contra los autos y sentencias dictados por los órganos unipersonales penales: art. 82.1 LOPJ), las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia (que conocen en primera instancia de determinados aforamientos, y también de los recursos de apelación contra las sentencias dictadas por las Audiencias: art. 73.3 LOPJ) y la Sala Segunda (de lo Penal) del Tribunal Supremo (a quien corresponde conocer de la instrucción y enjuiciamiento de delitos que se atribuyan a personas aforadas y del recurso de casación contra determinadas sentencias: art. 57 LOPJ).

A estos Tribunales comunes hay que añadir los órganos incardinados en la Audiencia Nacional, que conocen de aquellos delitos que expresamente le han sido atribuidos por la Ley (como los de terrorismo y delitos cometidos por bandas armadas, narcotráfico, los de grave repercusión para la economía nacional, delitos contra el Estado o contra sus Altas Autoridades, los cometidos en el extranjero, por destacar los más importantes: art. 65 LOPJ). Se reconocen generalmente por llevar en su nombre el adjetivo «central», que alude a su circunscripción nacional y sede en Madrid.

En concreto, esos órganos son: los Juzgados Centrales de Instrucción (que instruyen e investigan tales delitos: art. 88 LOPJ), el Juzgado Central de lo Penal (a quienes corresponde enjuiciarlos si no superan los cinco años: art. 89 bis 3 LOPJ), la Sala de lo Penal (que conoce de los juicios por delitos cuya pena supere los cinco años: art. 65 LOPJ) y la Sala de Apelación (que resuelve los recursos de apelación que se plantean contra las decisiones de la Sala de lo Penal: art. 64 bis LOPJ), así como el Juzgado Central de Menores (que enjuician los delitos atribuidos a la Audiencia Nacional cuando son cometidos por menores de edad: art. 96.2 LOPJ) y el Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria (que controlan la ejecución de las penas impuestas por los órganos propios de la Audiencia Nacional: art. 94.4 LOPJ).

Además, también ejercen su función jurisdiccional en este orden los Juzgados de Violencia sobre la Mujer (uno por partido judicial —aunque tras la reforma introducida por la LO 7/2015, puede extender su jurisdicción a dos o más partidos: art. 87 bis 2 LOPJ—, y que conocen de los delitos leves e instruyen los delitos relacionados con la violencia de género: art. 87 ter 1 LOPJ) y los Tribunales del Jurado (que formados por nueve ciudadanos y presididos por un Magistrado, se constituyen en sede de la Audiencia Provincial o de un Tribunal de aforamiento para enjuiciar determinados delitos atribuidos a su conocimiento: art. 83 LOPJ).

2.3.  Los órdenes jurisdiccionales contencioso-administrativo y social

El orden jurisdiccional contencioso-administrativo tiene una estructura mucho más sencilla que el penal. Únicamente tiene dos órganos unipersonales: los Juzgados Contencioso-Administrativos, que tienen ámbito provincial y conocen de la impugnación de actos municipales y de menor entidad (art. 90 LOPJ); y los Juzgados Centrales Contencioso-Administrativos, que se sitúan dentro de la Audiencia Nacional y conocen de demandas presentadas contra determinados actos acordados por órganos de la Administración Central (art. 90.4 LOPJ). Junto a ellos, se encuentran la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional (art. 66 LOPJ), las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia (art. 74 LOPJ) y la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sala Tercera) del Tribunal Supremo (art. 58 LOPJ). La distribución de competencias entre ellos se fundamenta básicamente en el órgano que ha dictado el acto que se impugna (autonómico, de la Administración Central, o del Consejo de Ministros o Altos Órganos del Estado).

Por su parte, el orden social (o laboral) tiene un diseño muy parecido: Juzgados de lo Social (unipersonales y provinciales), Sala de lo Social de la Audiencia Nacional (art. 67 LOPJ), Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia (art. 75 LOPJ) y Sala de lo Social (Sala Cuarta) del Tribunal Supremo (art. 59 LOPJ).

3.  TRIBUNALES COMUNES, TRIBUNALES ESPECIALES Y ÓRGANOS ESPECIALIZADOS EN LA JURISDICCIÓN ORDINARIA

I. Como se puede observar, dentro de cada orden jurisdiccional la mayoría de los órganos que los integran conocen, en el nivel que les corresponde, de cualquier tipo de asuntos de los que están atribuidos a su orden jurisdiccional. Es decir, que pueden compartir el conocimiento de unas mismas materias con otros órganos con los que se relacionan verticalmente, pero no lo hacen en el plano horizontal. A esos Tribunales que constituyen el armazón básico de un orden jurisdiccional les denominamos Tribunales comunes.

Sin embargo, el legislador puede decidir en un momento determinado sustraer una o varias materias del conocimiento de esos órganos comunes, y crear un nuevo Tribunal para que solo conozca de tales materias. Una vez creados, pasan a formar parte de la estructura judicial básica del orden de que se trate (es decir, no estamos ante jurisdicciones especiales, porque no tienen ni organización propia ni funcionamiento distinto al del resto de los Tribunales). Son los llamados Tribunales especiales, que están servidos por Jueces y Magistrados a quienes generalmente se les suele exigir una especialización en el conocimiento de la materia propia del órgano del que son titulares. Ejemplo de estos Tribunales especiales son, en lo civil, los Juzgados de lo Mercantil; y en lo penal, todos los que se sitúan en el ámbito de la Audiencia Nacional, los Juzgados de Menores, los de Violencia sobre la Mujer o los Tribunales del Jurado. Hasta ahora no existen, sin embargo, Tribunales especiales en la jurisdicción contencioso-administrativa ni en la social.

En los últimos años ha existido una cierta tendencia a crear Tribunales especiales (los Juzgados de lo Mercantil en 2003, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer en 2004), que responde más a una cuestión de imagen —por lo que parece implicar de dedicación y especialización en materias especialmente sensibles para la opinión pública—, que a una búsqueda de eficacia en la prestación de la tutela judicial. En el momento álgido de esa moda se llegó incluso a hablar de introducir Juzgados de Alquileres, de Hipotecas, de Delitos Monetarios... Sin embargo, la creación de Tribunales especiales debe ser algo excepcional, y no solo porque resulta muy costoso su despliegue a lo largo de todo el territorio nacional, sino sobre todo porque, al detraer determinados asuntos de los Tribunales comunes, genera numerosos problemas de distribución de competencias entre unos y otros que puede retardar enormemente el desarrollo de los procesos e incluso generar nulidades sobrevenidas (4) .

II. Una alternativa más razonable es la contemplada en el art. 98 LOPJ, que consiste en que el Consejo General del Poder Judicial especialice algunos Tribunales comunes en una materia concreta por un determinado período de tiempo, prorrogable cada año. Con ello no pierden su condición originaria ni cambian de denominación, por lo que todo resulta mucho más fácil al resultar más flexible. Así se ha producido en los grandes partidos judiciales, donde se ha procedido a especializar órganos sin necesidad de modificar la estructura básica de la organización. Son órganos especializados los Juzgados de Familia (que no dejan de ser Juzgados de Primera Instancia que centralizan el conocimiento de los asuntos que se plantean en su circunscripción en materia de Derecho de Familia), los Juzgados Hipotecarios, de Incapacitaciones, de Ejecución, etc.

Tras la reforma operada por la LO 7/2015, de 21 de julio, cabe la posibilidad de especializar temporalmente un órgano para el conocimiento de una determinada clase de asuntos, pudiendo éste incluso extender su competencia más allá de su propia circunscripción, abarcando la correspondiente a otros partidos judiciales (art. 98.2 II LOPJ). De esta forma, se consigue que la especialización alcance a un ámbito territorial mayor y, sobre todo, que se unifiquen criterios de actuación e interpretación. Sin embargo, esta medida no puede llevarse a cabo si se trata de asuntos atribuidos a órganos judiciales de diferente clase, o en relación con los Juzgados de Instrucción (para los que se prevé la posibilidad de nombrar personal de refuerzo cuando asumen una investigación compleja).

4.  EL GOBIERNO EXTERNO DEL PODER JUDICIAL: EL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL

I. Tradicionalmente, las cuestiones relativas al estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados estaban en manos del Ministerio de Justicia, es decir, del Poder ejecutivo (de ahí incluso la pervivencia de la expresión «Administración de Justicia» para aludir al Poder Judicial). El riesgo de que este interfiriese directa o indirectamente en las decisiones jurisdiccionales era, pues, evidente. Por ello, para reforzar la independencia de los Tribunales, la Constitución de 1978 previó en su art. 122.1, a semejanza del Consejo Supremo de la Magistratura italiano, un nuevo órgano de autogobierno de los Jueces, denominado Consejo General del Poder Judicial (CGPJ).

El CGPJ no tiene carácter jurisdiccional (es decir, no resuelve litigios aplicando el Derecho al caso concreto), sino solo gubernativo, esto es, de gestión y decisión de naturaleza administrativa. Sus funciones y competencias están referidas a cuestiones básicas del estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados, como son su selección y formación, los nombramientos y ascensos, la inspección, y el ejercicio de la potestad disciplinaria, que son los cuatro aspectos expresamente mencionados en el art. 122.2 CE. Además, la LOPJ le atribuye otras funciones (arts. 560 a 563 LOPJ), como informar sobre los anteproyectos de Ley relativos a cuestiones vinculadas a la Administración de Justicia, ejercer la potestad reglamentaria en su ámbito, o proponer el nombramiento de algunos altos cargos (como el de dos Magistrados del Tribunal Constitucional).

II. En cuanto a su composición, el art. 122.3 CE establece que el CGPJ tenga una composición mixta: es decir, que para evitar que pueda convertirse en un órgano meramente corporativo, representante en exclusiva de los intereses profesionales de Jueces y Magistrados, se prevé que solo las tres quintas partes de los veinte vocales que lo forman (esto es, doce) sean elegidos «entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales»: son los llamados vocales judiciales. Los otros ocho vocales deben ser designados «entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión»: son los vocales no judiciales, que se supone que harán llegar al órgano de gobierno de los Jueces otras sensibilidades y experiencias que lo enriquezcan y abran al conjunto de problemas conexos al ejercicio de la función jurisdiccional.

Con relación a estos últimos, la Constitución indica claramente quién debe elegirlos: serán nombrados cuatro por el Congreso de los Diputados y cuatro por el Senado, por una mayoría reforzada (tres quintos de cada Cámara, lo que exige el consenso de al menos las dos principales fuerzas políticas). En cambio, el art. 122.3 CE no señala cómo se eligen los doce vocales de origen judicial, lo que ha provocado soluciones legislativas dispares que han sido y siguen siendo fuente de enorme polémica.

Al poco de aprobarse la Constitución, y para la constitución del primer CGPJ, el Parlamento de entonces (dominado por la Unión de Centro Democrático) aprobó una Ley (la Ley Orgánica 1/1980, de 10 de enero, del Consejo General del Poder Judicial) en la que los doce vocales judiciales eran elegidos por los propios miembros de la carrera judicial. El resultado de la elección fue claramente favorable a las opciones conservadoras y, para evitar una situación similar, el nuevo Parlamento salido de las elecciones de 28 de octubre de 1982 (y dominado por el Partido Socialista Obrero Español con una mayoría absoluta amplísima) modificó la fórmula de elección y, en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, estableció que los vocales judiciales fueran también elegidos, como los no judiciales, por el Congreso y el Senado, por la misma mayoría reforzada (tres quintos de cada Cámara).

Esta solución fue objeto de duras críticas por entender que, al hacer depender la elección de los vocales del CGPJ únicamente de la decisión de los grupos parlamentarios, se introducía un alto grado de politización del órgano de gobierno de los Jueces que podía terminar convirtiéndolo en una reproducción a escala de la composición de fuerzas representadas en el Parlamento. El Partido de la oposición de entonces (Alianza Popular) presentó un recurso de inconstitucionalidad contra los preceptos de la LOPJ que regulaban la elección de los vocales judiciales, y el Tribunal Constitucional en su Sentencia 108/1986, de 29 de julio, consideró conforme a la Constitución la fórmula elegida, aunque avisando de que existía mucho riesgo de que se burlara el espíritu constitucional si se terminaba convirtiendo al CGPJ en un escenario de lucha política (que es lo que ha sucedido desde entonces).

El modelo de elección de vocales judiciales establecido en 1985 pervivió hasta una reforma de la LOPJ introducida por la Ley Orgánica 2/2001, de 28 de junio, aprovechando la mayoría absoluta que alcanzó el Partido Popular en las elecciones de marzo de 2000 (aunque contando con el acuerdo de la oposición, merced al Pacto de Estado por la Justicia firmado por PP y PSOE el 28 de mayo de 2001). En ella se optaba por una fórmula mixta: primero se celebraban unas elecciones dentro de la carrera judicial —donde el papel de las asociaciones judiciales resultaba muy potenciado—, y de ahí salían treinta y seis candidatos (tres por cada puesto elegible); y, posteriormente, el Congreso y el Senado elegían los doce vocales judiciales de entre los candidatos propuestos (art. 112 LOPJ).

Este tercer sistema de elección no logró resolver los problemas de politización del órgano de gobierno de los Jueces, e incluso favoreció el papel preponderante de las asociaciones judiciales en detrimento de los Jueces no asociados, repartiéndose aquellas los puestos judiciales como si fueran elementos intercambiables. Por ello, se esperaba que la llegada al Gobierno en diciembre de 2012 del Partido Popular, apoyado además por una amplia mayoría absoluta en ambas Cámaras, supusiera un retorno al sistema de 1980 (elección directa de los vocales judiciales por los propios Jueces), dado que así lo venía reclamando desde hacía casi treinta años y lo había prometido en su programa electoral.

Sin embargo, la reforma de la LOPJ realizada por la LO 4/2013, de 28 de junio, que modifica el régimen jurídico del CGPJ, ha mantenido, contra todo pronóstico, la elección parlamentaria de los vocales judiciales. En este caso, los candidatos son ilimitados, y se proclaman siempre que cuenten con el aval de 25 miembros de la carrera judicial o de una Asociación (que puede presentar un máximo de doce): art. 574 LOPJ. A continuación, el Congreso y el Senado eligen seis vocales cada uno, debiendo a tal efecto «tomar en consideración» la relación real existente en la carrera entre jueces asociados y no asociados (art. 578.2 LOPJ), y distribuyendo los puestos entre las distintas categorías judiciales (tres magistrados del Tribunal Supremo, tres Magistrados con más de 25 años de antigüedad, y seis Jueces o Magistrados sin sujeción a antigüedad: art. 578.3 LOPJ).

Está por ver el resultado práctico de este nuevo sistema de elección, pero en todo caso parece que se ha perdido una gran ocasión para permitir la autoelección de los vocales judiciales por parte del conjunto de la Carrera, lo que hubiera redundado en una mayor independencia de dichos vocales al quedar desvinculados desde el origen de cualquier tipo de influencia tanto de los partidos políticos como de las asociaciones judiciales.

III. Los vocales del CGPJ eligen a su Presidente, que puede —y suele— no ser uno de los propios vocales. Los candidatos deben ser bien Magistrados con categoría de Magistrado del Tribunal Supremo, bien juristas de reconocida competencia con más de 25 años de ejercicio profesional (art. 586.1 LOPJ). El Presidente, una vez nombrado, pasa a ser también el Presidente del Tribunal Supremo (arts. 123 CE y 585 LOPJ). El mandato del Presidente, así como el de los vocales, es de cinco años (art. 568.1 LOPJ), aunque el Presidente puede ser reelegido por una sola vez (art. 587.1 LOPJ). Pasado este tiempo, la renovación de todos los vocales se produce a la vez (a diferencia, por ejemplo, del Tribunal Constitucional, que se renueva por tercios cada tres años), lo que hace muy difícil lograr una cierta continuidad en la actuación de este órgano de gobierno, y determina que muchos de los problemas relativos a sus competencias se repitan una y otra vez en cada renovación.

La reforma de 2013 ha introducido la novedosa figura del Vicepresidente del Tribunal Supremo, que ha de recaer en un Magistrado del Tribunal Supremo, y cuya elección corresponde, a propuesta del Presidente, al Pleno del CGPJ por mayoría absoluta de sus miembros (art. 589.2 LOPJ). Por el contrario, su cese requiere una mayoría reforzada de tres quintos (art. 589.5 LOPJ), lo que plantea el riesgo de una posible cohabitación hostil entre Presidente y Vicepresidente de consecuencias impredecibles. Sus funciones, aparte de suplir al Presidente, se centran en la dirección del Gabinete Técnico del Tribunal Supremo y aquellas otras que expresamente se le deleguen (art. 591 LOPJ) (5) . También funciona una Comisión Permanente (arts. 601 y 602 LOPJ), formada por el Presidente y siete Vocales (cuatro del turno judicial y tres del de juristas, que pueden ir rotando anualmente), que constituye el «núcleo duro» del órgano al tener sus vocales dedicación exclusiva (art. 579.2 LOPJ).

IV. Una última cuestión interesante es la de determinar si cabe la creación de Consejos autonómicos del Poder Judicial que, actuando como órganos «desconcentrados» del CGPJ, extiendan su competencia al ámbito de la propia Comunidad Autónoma, como intentó hacer el nuevo Estatuto de Cataluña aprobado por la LO 6/2006, de 19 de julio. El Tribunal Constitucional, aunque no cerró la puerta a que así pudiera contemplarlo en un futuro la LOPJ, declaró inconstitucional, en su STC 31/2010, de 28 de junio, el que pudieran implantarse directamente por un Estatuto de Autonomía (6) .

5.  EL GOBIERNO INTERNO DE LOS TRIBUNALES: SALAS DE GOBIERNO, PRESIDENTES DE TRIBUNALES Y SALAS, JUECES DECANOS Y JUNTAS DE JUECES

I. Al margen de la labor que realiza el CGPJ, también existe un gobierno interno de los Juzgados y Tribunales, necesario para el funcionamiento cotidiano de los distintos órganos jurisdiccionales. Este corresponde a las Salas de Gobierno (arts. 149 a 159 LOPJ), a los Presidentes de Sala (arts. 160 a 165 LOPJ) y a los Jueces Decanos (arts. 166 a 170 LOPJ).

II. Las Salas de Gobierno se constituyen en el Tribunal Supremo, la Audiencia Nacional y los Tribunales Superiores de Justicia; las de estos últimos ejercen sus funciones gubernativas también sobre las Audiencias Provinciales y los Juzgados radicados en el territorio de su Comunidad Autónoma, ya que estos órganos carecen de Sala de Gobierno. En ellos, precisamente, los Presidentes de Salas —en las Audiencias— y los Jueces Decanos —en los Juzgados— representan a sus respectivos órganos y velan por la adecuada utilización de los medios personales y materiales de que disponen.

Los miembros de las Salas de Gobierno son bien natos (Presidentes de Tribunales, determinados Jueces Decanos), bien elegidos por votación de los propios Jueces y Magistrados. Sus funciones básicas se centran la aprobación de normas de reparto, la elaboración de informes, o la inspección y régimen disciplinario (art. 152 LOPJ). Por su parte, los Presidentes de Tribunales y Audiencias se encargan también de esa tarea de realizar propuestas e informes dentro de su ámbito de competencia, así como de velar por el buen funcionamiento de sus respectivos órganos (art. 160 LOPJ).

III. Por último, son los Jueces Decanos los que asumen esos mismos cometidos en relación con los órganos unipersonales que estén en una misma población (arts. 167 a 169 LOPJ), correspondiendo ese cargo al que tenga mejor puesto en el escalafón si no existen más de diez Juzgados, o al que sea elegido por un período de cuatro años previa votación, si se supera ese número de Juzgados (art. 166 LOPJ). También se le atribuye al Decano la posibilidad de convocar Juntas de Jueces del mismo orden jurisdiccional, en las que se discuten asuntos comunes y se unifican criterios y prácticas (art. 170 LOPJ).

6.  OTROS TRIBUNALES DE JUSTICIA

En España, además de los órganos que integran los distintos órdenes jurisdiccionales de la jurisdicción ordinaria, que ya se han expuesto, también existen otros Tribunales que pueden aplicar el Derecho en casos concretos. Todos ellos constituyen en sentido propio una jurisdicción especial (permitida expresamente por la Constitución, bien de forma expresa, bien indirectamente), puesto que conocen de asuntos determinados que les han sido expresamente atribuidos, y tienen sus propias normas de organización y funcionamiento.

6.1.  La jurisdicción militar

El art. 117.5 CE reconoce expresamente la jurisdicción militar como una excepción al principio de unidad jurisdiccional, aunque solo puede operar «en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio». Su regulación se encuentra en la LO 4/1987, de 15 de julio, de Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (LOCOJM), que comienza afirmando que dicha jurisdicción es «integrante del Poder Judicial del Estado» (art. 1 LOCOJM), y no por tanto un poder aparte.

Como jurisdicción especial que es, cuenta con su propia organización y funcionamiento, teniendo como principales órganos los siguientes: los Juzgados Togados Militares, los Tribunales Militares Territoriales, el Tribunal Militar Central y la Sala de lo Militar (Sala Quinta) del Tribunal Supremo. Precisamente es a través de esta Sala donde se fusionan la jurisdicción militar (especial) y la ordinaria, dado que aparece como cúspide de ambas en relación con el ámbito castrense. De hecho, los Magistrados que la conforman provienen por mitad de una u otra jurisdicción (art. 24 LOCOJM). Su norma principal de funcionamiento es la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar.

El art. 4 de la LOCOJM especifica cuáles son las materias que son competencia de la jurisdicción militar: «materia penal, tutela jurisdiccional en vía disciplinaria y demás materias que, en garantía de algún derecho y dentro del ámbito estrictamente castrense, vengan determinadas por las leyes, así como las que establezca la declaración de estado de sitio». Esto mismo señala el art. 3.2 LOPJ.

6.2.  La jurisdicción contable

El art. 136 CE configura al Tribunal de Cuentas como el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado y del sector público. Su régimen jurídico se encuentra establecido en la LO 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas (LOTCu) que, junto a la función fiscalizadora, prevé otra de enjuiciamiento de la responsabilidad contable de quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos (art. 2 LOTCu). En cuanto aplica el Derecho en casos concretos al decidir sobre esa responsabilidad, se puede decir que el Tribunal de Cuentas desempeña función jurisdiccional en el ámbito que le viene legalmente atribuido.

Como jurisdicción especial que es, el Tribunal de Cuentas tiene su propia organización y funcionamiento, estando compuesto por doce Consejeros (art. 19 LOTCu), elegidos por el Congreso y el Senado por mayoría de tres quintos entre profesionales de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional (art. 30.1 LOTCu). Su mandato es de nueve años, debiendo elegir de entre ellos a un Presidente por un período de tres años (art. 29 LOTCu).

6.3.  El Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional tiene como función propia la de decidir sobre la conformidad de las leyes con el texto constitucional, excluyendo aquellas que lo contradicen (la denominada función de «legislador negativo»). El instrumento previsto para alcanzar esa finalidad es el recurso de inconstitucionalidad (art. 161.1.a CE). En ese control abstracto de normas, basado en la comparación entre la norma impugnada y el precepto constitucional que aquella podría contradecir, el Tribunal Constitucional no ejerce función jurisdiccional, al no aplicar el Derecho a conflictos concretos.

Esa misma función de control de la constitucionalidad de las leyes se lleva a cabo a través de la cuestión de inconstitucionalidad, que permite a los órganos de la jurisdicción ordinaria suspender el proceso que están conociendo hasta que el Tribunal Constitucional decida si una norma legal que tienen que aplicar al caso concreto es o no contraria a la Constitución (art. 163 CE). Esto se debe a que en el sistema español no se permite a los Tribunales declarar inconstitucional una Ley (sistema difuso de control de la constitucionalidad), quedando reservada esa función en exclusiva al Tribunal Constitucional (sistema de control concentrado). Tampoco aquí se ejerce función jurisdiccional alguna por parte del Tribunal Constitucional.

Ahora bien, los particulares pueden acceder al Tribunal Constitucional a través del recurso de amparo cuando consideren que, durante un proceso, bien de forma directa, bien indirectamente (porque no se le ha reconocido la infracción cometida antes del inicio del proceso), les ha sido vulnerado un derecho fundamental (arts. 161.1.b CE). Aquí el Tribunal Constitucional sí decide atendiendo al caso concreto, por lo que desempeña función jurisdiccional: no en vano el art. 123.1 CE señala que el Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, «salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales», lo que quiere decir, a sensu contrario, que el órgano jurisdiccional superior en esa materia es el Tribunal Constitucional.

Por consiguiente, cuando el citado Tribunal resuelve recursos de amparo está ejerciendo función jurisdiccional, y ha de considerarse como una jurisdicción especial. De ahí que tenga sus propias normas de organización y funcionamiento, que se recogen la LO 2/1979, de 3 de octubre (LOTC). En concreto, según el art. 159 CE, los Magistrados que lo integran son doce, elegidos por tercios por diferentes órganos (cuatro por el Congreso, cuatro por el Senado, en ambos casos por mayoría reforzada de tres quintos, y los cuatro restantes dos por el Gobierno y dos por el CGPJ) entre juristas de reconocido prestigio y más de quince años de ejercicio profesional, por un mandato de 9 años (que se puede reducir si se retrasa la renovación, según se estableció en una reciente reforma operada por la LO 8/2010, de 4 de noviembre: art. 16.5 LOTC).

6.4.  Los Tribunales consuetudinarios

El art. 125 CE admite la posibilidad de que se creen «Tribunales consuetudinarios y tradicionales», como forma de expresar la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia. En consecuencia, si la Ley lo permite, algunos conflictos jurídicos de carácter civil pueden ser resueltos por órganos de este tipo, teniendo la resolución que adopten la misma fuerza que si proviniera de un Tribunal ordinario, por lo que desempeñan en su ámbito función jurisdiccional.

En la actualidad, la Ley solo reconoce dos Tribunales consuetudinarios y tradicionales: el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana (art. 19.3 LOPJ) y el Consejo de Hombres Buenos de Murcia (art. 19.4 LOPJ), con competencias en ambos casos en materia de reparto de agua y cada uno con sus propias normas de organización y funcionamiento.

6.5.  Los Tribunales internacionales y supranacionales

Un Estado puede ceder una parte del ejercicio de su soberanía en diversos ámbitos (económico, fiscal, monetario, jurídico, etc.), a través de los Tratados y Convenios que firme con otros Estados. Así sucede también con el ejercicio de la función jurisdiccional: en este caso, España ha admitido que, en relación con determinadas materias, Tribunales que no forman directamente parte de nuestra organización jurisdiccional puedan dictar resoluciones que sean válidas y eficaces en nuestro país. Son los llamados Tribunales internacionales, entre los que se encuentran la Corte Internacional de Justicia, el Tribunal Penal Internacional o el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, y los supranacionales, como los Tribunales de Justicia de la Unión Europea. Señalaremos a continuación brevemente sus características principales.

El Tribunal o Corte Internacional de Justicia (TIJ), sito en la Haya (Países Bajos), es el órgano judicial principal de la Organización de las Naciones Unidas. Está encargado de decidir conforme al Derecho internacional las controversias de orden jurídico entre Estados y de emitir opiniones consultivas respecto a cuestiones jurídicas que pueden serle sometidas por órganos o instituciones especializadas de la ONU.

La Corte se compone de quince Magistrados elegidos por un período de nueve años por la Asamblea General y el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, votando por separado el uno del otro. La Corte no puede incluir más de un nacional de un mismo Estado, y procede cada tres años a la renovación de una tercera parte de sus Magistrados, siendo posible su reelección. Los Magistrados no representan a sus respectivos Gobiernos, sino que son Magistrados independientes.

El Tribunal o Corte Penal Internacional (TPI) es un Tribunal permanente cuya misión es juzgar a las personas acusadas de cometer crímenes de genocidio, de guerra y de lesa humanidad. Tiene personalidad jurídica internacional, y no forma parte de las Naciones Unidas, aunque se relaciona con ella en los términos que señala el Estatuto de Roma, su norma fundacional. Como la Corte Internacional de Justicia, también tiene su sede en la ciudad de La Haya.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) es una jurisdicción internacional con sede en Estrasburgo (Francia). Está compuesto por un número de Jueces igual al de los Estados miembros del Consejo de Europa (actualmente, cuarenta y siete) que han ratificado el Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales (CEDH), hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950. Su misión consiste en verificar que los derechos y garantías previstos por el Convenio son respetados por los Estados, de modo que en caso contrario, se puede condenar al Estado responsable y declarar la existencia de la infracción correspondiente. En todo caso, para poder acudir a este Tribunal, hay que haber agotado previamente la vía judicial interna de cada Estado.

Por último, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) es una Institución de la Unión Europea a la que está encomendada la potestad jurisdiccional o poder judicial en la Unión, teniendo su sede en Luxemburgo. Su misión es interpretar y aplicar en litigio el Derecho comunitario europeo, y se caracteriza por su naturaleza orgánica compuesta y su funcionamiento y autoridad supranacionales. Hasta la entrada en vigor, el 1 de diciembre de 2009, del Tratado de Lisboa, su denominación era la de «Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas».

En la Institución conviven dos órganos necesarios: el Tribunal de Justicia (TJ), compuesto por 28 Jueces (uno por cada Estado miembro) y 8 abogados generales, y un Tribunal General (TG), creado en 1989 por el Acta Única Europea con el objeto de dotar al poder judicial del ordenamiento comunitario de una doble instancia (sus decisiones pueden ser recurridas ante el TJ). Aunque también se preveía la existencia de Tribunales especializados, que conocerían en primera o única instancia de materias concretas, en la actualidad no funciona ninguno, tras ser disuelto el 1 de septiembre de 2016 el único existente (el Tribunal de la Función Pública, que resolvía desde 2005 recursos en materia de personal de las instituciones de la Unión).

Como es lógico, las sentencias del TJ y del TG tienen carácter vinculante en los Estados miembros.






	 (1) 

	Por ejemplo, se pueden suscitar problemas acerca de si debe conocer el orden civil o el contencioso-administrativo en los casos de reclamación sobre el dominio de un bien, cuando una de las partes litigantes sea una entidad pública; o entre la jurisdicción civil y la social cuando se pide una indemnización por cesar en la realización de unos trabajos que se prestaban regularmente por un particular a una sociedad, cobrando por ellos una cantidad preestablecida, sin que existiera contrato laboral entre ambos.
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	Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, aunque pueden conocer de procesos civiles matrimoniales, los incardinamos en el orden jurisdiccional penal.
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	En una futura reforma de la Ley de Demarcación y Planta Judicial, probablemente se procederá a eliminar muchos de los actuales partidos judiciales, agrupándolos en uno solo provincial o en unos pocos que tendrían una circunscripción mucho más amplia, con objeto de conseguir así una mayor eficacia en la gestión de los recursos.
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	 (4) 

	Y si se crea un Tribunal especial, lo que no debe faltar nunca es un precepto que establezca un forum conexitatis, que es el criterio que establece qué órgano, de los dos implicados en el asunto (el común y el especial) arrastra la competencia en caso de que, por razón de conexidad, haya que tramitar conjuntamente dos acciones atribuidas a Tribunales diferentes. Esto no se tuvo en cuenta, por ejemplo, al introducir los Juzgados de lo Mercantil en 2003 y, al no existir fuero de conexión, aún se suscitan numerosas dudas y contradicciones cada vez que se acumulan pretensiones cuyo conocimiento corresponde respectivamente a dichos Juzgados y a los de Primera Instancia.
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	 (5) 

	Además del cargo de Vicepresidente del Tribunal Supremo, la reforma incorpora otras interesantes novedades como la creación del puesto de Promotor de la Acción Disciplinaria (que dirige toda la labor de instrucción de expedientes: art. 605 LOPJ), de Director de la Oficina de Comunicación (que sustituye al «vocal portavoz»: art. 620 LOPJ) o un Cuerpo propio de Letrados del CGPJ (hasta ahora inexistente: arts. 621 y siguientes), entre otras.
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	Así, la citada STC señaló que «es notorio que el Estatuto catalán incurre en un evidente exceso al crear en el art. 97 un Consejo de Justicia de Cataluña al que se califica como "órgano de gobierno del poder judicial en Cataluña" y cuyos actos lo serían de un "órgano desconcentrado del Consejo General del Poder Judicial", siendo así que el Poder Judicial (cuya organización y funcionamiento están basados en el principio de unidad ex art. 117.5 CE) no puede tener más órgano de gobierno que el Consejo General del Poder Judicial, cuyo estatuto y funciones quedan expresamente reservados al legislador orgánico (art. 122.2 CE). En esas condiciones, es obvia la infracción de los arts. 122.2 CE y 149.1.5 CE, según es doctrina reiterada (por todas, STC 253/2005, de 11 de octubre, FJ 5), pues ningún órgano, salvo el Consejo General del Poder Judicial, puede ejercer la función de gobierno de los órganos jurisdiccionales integrados en el Poder Judicial, exclusivo del Estado, ni otra Ley que no sea la Orgánica del Poder Judicial puede determinar la estructura y funciones de aquel Consejo dando cabida, en lo que ahora interesa, y en su caso, a eventuales fórmulas de desconcentración que, no siendo constitucionalmente imprescindibles, han de quedar, en su existencia y configuración, a la libertad de decisión del legislador orgánico con los límites constitucionales antes expresados)».
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Capítulo III La jurisdicción como organización (II). Estatuto de los sujetos que intervienen en el proceso
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 1.  EL PERSONAL JUZGADOR DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES

1.1.  La carrera judicial: sistema de ingreso y promoción

I. Como se ha señalado, dentro de cada órgano jurisdiccional, la función jurisdiccional en sentido propio se ejerce por Jueces y Magistrados, integrantes del Poder Judicial (art. 117.1 CE). Dada la importancia de su cometido constitucional —pues son titulares de un Poder del Estado y no un mero grupo de funcionarios públicos—, resulta de especial trascendencia tanto la regulación normativa de su acceso y promoción a los distintos puestos dentro de la organización judicial, como la relativa a su estatuto jurídico y a la gestión y protección del mismo.

Comenzando por la cuestión del acceso al Poder Judicial, cabe señalar que existen dos modos genéricos de reclutamiento de personal dentro de una organización, que posibilitan a un sujeto entrar a formar parte de esta: el sistema de carrera o burocrático y el sistema de empleo o profesional. El primero consiste en el ingreso por la base de personas generalmente sin experiencia previa, con el fin de que vayan formándose y ascendiendo dentro de la organización; el segundo, por el contrario, se basa en analizar las necesidades del puesto concreto que se quiere cubrir y buscar a una persona con experiencia profesional para que ocupe ese puesto.

Cada uno de ambos sistemas tiene ventajas e inconvenientes. Así, el sistema burocrático o de carrera —propio de los países de la Europa continental— permite a la organización ir formando a sus propios miembros, creando una forma de actuar que es asumida por todos y permanece en el tiempo al margen de las personas concretas que se encuentren en la organización. Además, al incorporar a gente joven, generalmente sin experiencia profesional, se consigue evitar prejuicios y condicionantes previos, intereses creados, filias y fobias, etc., lo que resulta de particular importancia en relación con una función como la jurisdiccional, que exige que los sujetos que deben ejercerla sean imparciales e independientes. Ahora bien, esta fórmula de reclutamiento también plantea inconvenientes: la falta de experiencia también puede ser negativa a la hora de resolver cuestiones complejas; el formar parte durante toda la vida profesional de la misma organización puede terminar produciendo aislamiento de la realidad social; y la ausencia de posibilidades de progresar en la propia institución puede generar una desmotivación laboral que acabe desembocando en desidia o indiferencia.

Por su parte, en el sistema profesional o de empleo —típico de los países de cultura anglosajona— los criterios determinantes del reclutamiento son justamente los contrarios que en el caso anterior: aquí, al incorporar a la organización a personas con experiencia profesional para un puesto laboral concreto, se consigue aprovechar el bagaje del reclutado, que puede desde el primer momento asumir las competencias propias de su cargo; ahora bien, por el contrario, puede costarle más la adaptación a las características de la organización y, sobre todo, su actuación puede verse influida por sus desempeños laborales anteriores, con lo que cabe que algunas de sus decisiones estén bajo sospecha precisamente por su posible relación con su vida profesional previa.

II. En relación con la organización judicial, la elección entre un sistema y otro de reclutamiento no corresponde realizarla al legislador ordinario, dado que ha sido la propia Constitución la que ha decidido que el Poder Judicial se estructure a través de «Jueces y Magistrados de carrera» (art. 122.1 CE), con lo que queda constitucionalizada la obligación de que exista una carrera judicial, algo por otra parte que enlaza con la tradición de los altos cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración del Estado (así se organizan también los militares, los docentes, los fiscales, los abogados del Estado, etc.). El puesto dentro de la carrera lo da el escalafón, que tendrá que actualizarse al menos cada tres años (art. 300 LOPJ).

Además, ese mismo art. 122.1 CE establece que los Jueces y Magistrados «formarán un Cuerpo único», lo que implica que en la carrera judicial no pueden existir distintos Cuerpos, es decir, profesionales que, aunque forman parte de una misma organización, tienen su propio ámbito de carrera (como pasaba antaño con los Jueces de distrito, y antes municipales y comarcales). Lo que sí se autoriza es que ese Cuerpo único se divida en «categorías judiciales» —expresamente aludidas en el art. 122.3 CE, cuando trata de los vocales del Consejo General del Poder Judicial de extracto judicial—, y de hecho en la actualidad se contemplan tres categorías distintas: la de Juez, la de Magistrado y la de Magistrado del Tribunal Supremo (art. 299.1 LOPJ).

Teniendo, pues, en cuenta, que el sistema constitucional español ha consagrado el sistema de carrera como forma de reclutamiento del personal integrante del Poder Judicial, resulta perfectamente lógico que el ingreso en la organización se lleve a cabo por la categoría inferior, que es la de Juez, a través de una oposición libre a la que sigue un curso teórico y práctico de Selección en la Escuela Judicial (art. 301.3 LOPJ), sita actualmente en Barcelona.

Una vez que se ha ingresado en la carrera judicial, se va ascendiendo en la organización concursando a nuevos puestos gracias a la antigüedad y la especialización (arts. 311 y 312 LOPJ), decidiéndose al final en virtud de la situación en el escalafón (art. 329.1 LOPJ). Únicamente los más altos puestos de la Judicatura (Presidentes de Audiencias, Tribunales Superiores de Justicia y Audiencia Nacional y Presidentes de Sala y Magistrados del Tribunal Supremo) son elegidos por el CGPJ mediante designación discrecional (art. 326.2 LOPJ), unos por cinco años y otros de forma permanente hasta su jubilación (los Magistrados del Tribunal Supremo).

III. Ahora bien, a pesar de todo lo que se ha señalado hasta este momento, la LOPJ también permite ingresar en la carrera judicial a través del sistema de reclutamiento que hemos denominado «profesional», por el que se oferta a juristas de reconocido prestigio y varios años de ejercicio jurídico la posibilidad de entrar en una de las dos categorías superiores (Magistrado y Magistrado del Tribunal Supremo). Se trata de los conocidos como tercer, cuarto y quinto turno, pues de este modo se provee una de cada tres, cuatro o cinco de las plazas que quedan vacantes en distintos órganos colegiados.

Tras la reforma de la LOPJ realizada en 2003, que suprimió el muy criticado «cuarto turno» de Jueces (que permitía entrar en la carrera judicial, mediante un concurso y por la categoría de Jueces, a abogados con más de seis años de ejercicio profesional, con lo que ni aportaban a la Carrera verdadera experiencia profesional, ni estaba aseguraba su preparación y conocimientos, al excluirse la oposición), actualmente se cubren por este sistema: una de cada tres plazas de Magistrado en las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia (art. 330.4 LOPJ, con la peculiaridad de que la elección del CGPJ ha de recaer sobre uno de los miembros de una terna aprobada por la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma correspondiente, lo que introduce un elemento de influencia política poco deseable), y una de cada cuatro en la categoría de Magistrado (art. 311.1 LOPJ), exigiéndose en ambos casos diez años de ejercicio profesional; y una plaza de cada cinco en el Tribunal Supremo, para lo que se requiere quince años de ejercicio profesional (art. 345 LOPJ). Todos estos juristas, que son elegidos previo concurso o designación, según el caso, una vez nombrados pasan a formar parte de la carrera judicial e integrar el escalafón, con lo que se cumple la exigencia del art. 122.1 CE.

IV. Por último, conviene destacar que, no obstante todo lo expuesto hasta ahora, en el sistema judicial español existen algunos casos en los que la persona concreta que desarrolla la función jurisdiccional no forma parte de la carrera judicial. El Tribunal Constitucional ha declarado expresamente la constitucionalidad de este ejercicio de la función jurisdiccional por personas que no forman parte de la carrera judicial (1) .

Así sucede, en primer lugar, con determinados Jueces o Tribunales legos (es decir, no expertos en Derecho) que, sin embargo, resuelven conflictos jurídicos y ejercen jurisdicción: son los Jueces de Paz (art. 102 LOPJ), con competencias en materia civil (y hasta hace poco, penal) de menor entidad (art. 100 LOPJ), y los miembros del Tribunal del jurado, que en España solo tienen competencias en materia penal para enjuiciar determinados delitos (art. 125 CE y art. 1 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, en adelante LOTJ), y que está formado por ciudadanos sin conocimientos jurídicos (arts. 8 y siguientes LOTJ). Ambos cometidos no son permanentes: los Jueces de Paz se eligen por cuatro años (art. 101.1 LOPJ) y los jurados para cada asunto concreto (art. 18 LOTJ).

Pero, en segundo lugar, también ocurre que, ante la ausencia temporal de algunos Jueces o Magistrados de carrera de sus puestos de trabajo por diferentes causas (enfermedad, licencias, vacantes), y ante la imposibilidad de sustituirlos con integrantes de otros Juzgados o Tribunales, se acude a contratar a licenciados en Derecho para que ocupen temporal y provisionalmente esos cargos: es el caso de los Jueces sustitutos, que se destinan a cubrir situaciones de ausencia del titular de un órgano unipersonal (aunque la tendencia es que esos puestos sean ocupados por Jueces de carrera adjuntos o que se encuentren en prácticas tuteladas: art. 212.2 LOPJ, o con Jueces de adscripción territorial: art. 347 bis LOPJ); los Jueces en régimen de provisión temporal, que ocupan una vacante hasta el nombramiento de su titular (art. 431 LOPJ); o los Magistrados suplentes, que integran órganos colegiados cuando resulta necesario para formar la Sala (arts. 200 y 201 LOPJ).

1.2.  El estatuto jurídico de los miembros de la carrera judicial

I. Cuando el art. 117.1 CE enumera las características que han de tener los «Jueces y Magistrados integrantes del Poder Judicial», señala las siguientes: «independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley». Dicho con otros términos, se puede señalar que, en el desempeño de su función, todo Juez o Magistrado debe ser objetivo, imparcial e independiente.

La objetividad (o imparcialidad objetiva) significa que el Juez o Magistrado que debe resolver sobre un asunto no puede tener relación directa o indirecta con dicho asunto; la imparcialidad subjetiva implica, por el contrario, que tampoco puede estar vinculado con las personas que sean parte en el proceso de que se trate. El respeto de ambas circunstancias es importante para el desarrollo adecuado del proceso, puesto que el Tribunal Constitucional ha considerado que forman parte del contenido esencial del derecho fundamental a un proceso con todas las garantías, reconocido en el art. 24.2 CE.

El mecanismo legalmente previsto para asegurar que se cumplen en el caso concreto estos dos presupuestos del correcto ejercicio de la función jurisdiccional son la abstención y la recusación. Por la primera, si un Juez o Magistrado entiende que en él concurre una situación que puede afectar a su objetividad o imparcialidad (las cuales se contemplan en el art. 219 LOPJ), debe comunicarlo y solicitar que se le exima de conocer el asunto de que se trate (arts. 221 y 222 LOPJ). Del mismo modo, cuando una parte considera que en el Juez o Magistrado que va a resolver la cuestión controvertida concurre una causa de las anteriormente citadas, puede recusarlo, de modo que otro Tribunal decidirá si dicho Juez o Magistrado continúa o no con el conocimiento del litigio (arts. 223 a 228 LOPJ).

II. Por su parte, la independencia supone que el Juez solo está, como indica el texto constitucional, sometido al imperio de la Ley, sin que se le puedan imponer criterios ni desde dentro de la propia organización jurisdiccional (art. 12 LOPJ), ni desde otras esferas o ámbitos políticos, sociales o económicos (art. 13 LOPJ). Correlativamente, a los Jueces y Magistrados no se les permite formar parte de partidos políticos o sindicatos, evitando así que estén sujetos a algún tipo de disciplina externa, y solo se les permite pertenecer a sus propias asociaciones profesionales; además, se ven afectados por un riguroso sistema de incompatibilidades, también con la misma finalidad de preservar su imparcialidad e independencia (art. 127 CE).

Por tanto, se puede afirmar que la independencia es la pieza básica del estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados. De hecho, es el único Cuerpo que tiene como elemento definitorio esa ausencia de cualquier relación vinculante horizontal o vertical. De ahí que se hayan previsto constitucional y legalmente diferentes mecanismos dirigidos a proteger esa independencia judicial.

Así, en primer término, la independencia se garantiza funcionalmente por medio de la inamovilidad (art. 117.2 CE), en cuya virtud los Jueces o Magistrados no pueden ser cesados, trasladados, suspendidos o jubilados —en definitiva, no pueden ser removidos de sus puestos— sino por las causas que señala la Ley (contempladas en los arts. 379 y siguientes LOPJ). Esa garantía no solo beneficia a los Jueces de carrera, sino también a los que ocupan temporalmente una plaza judicial sin pertenecer a ella, que gozan de inamovilidad mientras estén ejerciendo sus funciones (art. 378 LOPJ), lo que ha sido expresamente declarado conforme con la Constitución por el Tribunal Constitucional.

Junto a la garantía funcional, también se ha establecido otra de tipo legal que pretende preservar la independencia judicial, especialmente de las injerencias del poder ejecutivo. En concreto, el art. 122.1 CE exige que el estatuto de Jueces y Magistrados se regule por una Ley orgánica (la Ley Orgánica del Poder Judicial) que, precisamente por tener ese carácter de orgánica, exige mayoría absoluta del Congreso (la mitad más uno de los Diputados) para ser aprobada. Así se evita que se pueda modificar cualquier cuestión relativa al estatuto judicial bien por vía reglamentaria, bien por una Ley que no cuenta con el suficiente respaldo parlamentario.

La tercera garantía de la independencia de los Jueces prevista constitucionalmente es de naturaleza orgánica: se crea un órgano que vela por su independencia, el Consejo General del Poder Judicial, ya analizado. Así, a sus funciones de gobierno y gestión del estatuto jurídico de Jueces y Magistrados, el Consejo añadirá la de proteger su independencia, recibiendo las denuncias que aquellos formulen cuando se sientan inquietados o perturbados en el ejercicio de su función jurisdiccional (art. 14.1 LOPJ). Asimismo, el Ministerio Fiscal ha de «velar por la independencia de los Tribunales» (art. 124.1 CE), ejercitando las acciones que correspondan (art. 14.2 LOPJ).

Por último, se prevé incluso una cuarta garantía de la independencia judicial, esta vez de tipo económico, en cuya virtud las retribuciones de los Jueces han de regularse mediante una Ley específica, a la que alude el art. 403.6 LOPJ y que se concreta actualmente en la Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal.

Debe indicarse que los juzgadores que no forman parte de la carrera judicial gozan del mismo estatuto que los Jueces y Magistrados de carrera mientras están desarrollando la función jurisdiccional; tan solo se ve limitada su inamovilidad, al ser temporal el ejercicio de su función (art. 378.2 LOPJ), pero incluso, con relación a este extremo, la jurisprudencia exige que para no renovar a uno de estos Jueces ha de justificarse por qué ya no se le considera idóneo para el desempeño de su labor.

Ahora bien, una judicatura blindada de cara al exterior mediante todos estos mecanismos protectores, y a quien se ha encomendado unas funciones de tanta responsabilidad como son las de resolver los conflictos jurídicos y de velar —y también privar— de los derechos fundamentales de los ciudadanos, necesita un contrapeso que evite cualquier abuso de poder que pudiera conducir a una dictadura de los Jueces. Por eso el propio art. 117.1 CE ha señalado inmediatamente a continuación de la independencia judicial que los Jueces han de responder de sus actuaciones profesionales, de forma que ha de exigírseles responsabilidades cuando ejerzan su potestad de forma incontrolada o abusiva.

III. En consecuencia, frente a una conducta indebida de un Juez o magistrado, puede reclamarse una triple responsabilidad. En primer lugar, disciplinaria, que se denuncia ante el CGPJ, que es el encargado de sancionar a los miembros del Poder Judicial por las infracciones que hayan podido cometer en el ejercicio de la función jurisdiccional (art. 421 LOPJ), previo expediente administrativo sancionador (arts. 423 a 427 LOPJ).

En este sentido, los Jueces y Magistrados pueden cometer faltas muy graves, graves y leves (art. 416.1 LOPJ), por causas cuya enumeración se contiene en los arts. 417 a 419 LOPJ. Entre las conductas que pueden llevar aparejada una sanción se encuentran aquellas que vulneran su propio estatuto y garantías (infidelidad a la Constitución, afiliación a partidos políticos o sindicatos, enfrentamientos con otras autoridades, presiones a otros miembros del Poder Judicial, ejercicio de funciones incompatibles, inobservancia de la abstención cuando proceda), o afectan al correcto desempeño de su tarea profesional (desatención o retraso injustificado en la tramitación de los asuntos, abandono de servicio o ausencia injustificada, revelación de secretos, abuso de condición, ignorancia inexcusable o falta absoluta de motivación de sus resoluciones, ofensas a los profesionales jurídicos, incumplimiento de diversas obligaciones relativas al trabajo en el órgano judicial). Por su parte, las sanciones que se pueden imponer disciplinariamente a un Juez o Magistrado oscilan desde la advertencia a la separación del servicio.

El segundo tipo de responsabilidad que se puede exigir a los miembros del Poder Judicial es la civil, derivada de los daños y perjuicios producidos por su conducta dolosa o gravemente culposa en el ejercicio de su función jurisdiccional. Desde la reforma operada por la LO 7/2015, de 21 de julio, esta responsabilidad ya no se puede reclamar directamente a los Jueces por los perjudicados; tendrán que ir contra el Estado, y luego será la Administración la que repita, en su caso, en vía administrativa contra el Juez (art. 296 LOPJ).

La última responsabilidad que se puede imputar a Jueces y Magistrados es la penal, por los delitos que en su caso hayan cometido en el ejercicio de su cargo (generalmente, prevaricación o cohecho): art. 405 LOPJ. El proceso se puede iniciar por providencia del Tribunal competente (previa denuncia de la autoridad judicial que hubiera tenido noticia del delito: arts. 407 y 408 LOPJ), o por querella del Ministerio Fiscal (con posible denuncia anterior de una autoridad gubernativa o legislativa estatal o autonómica: art. 409 LOPJ), del ofendido o perjudicado, o del acusador popular (art. 406 LOPJ).

Cuando es la propia parte (o un sujeto con interés legítimo) quien interpone una querella contra el Juez o Magistrado que está conociendo de un proceso, el art. 410 LOPJ prevé que, antes de admitirla, se recaben los antecedentes oportunos sobre «la relevancia penal de los hechos objeto de la misma o la verosimilitud de la imputación». Se intenta así proteger a los Jueces de querellas dirigidas a amendrentarlos, así como evitar que pueda tener éxito una posterior recusación contra ellos basada en la existencia de un proceso penal pendiente.

IV. Para terminar lo relativo al estatuto del personal juzgador, cabe recordar que, según el art. 348 LOPJ, los Jueces y Magistrados pueden hallarse en una de las siguientes situaciones: servicio activo (cuando están ocupando el puesto que les corresponde o en comisión de servicios: arts. 349 y 350 LOPJ), servicios especiales (en caso de que estén ocupando un puesto en otro Poder del Estado o en Tribunales diferentes de la jurisdicción ordinaria: arts. 351 y 352 LOPJ; cuando esto sucede, se les reserva la plaza y se les computa todo ese tiempo a efectos de ascensos, antigüedad y derechos pasivos: art. 354 LOPJ), excedencia voluntaria (cuando están desempeñando cargo o profesión privada, o alejados temporalmente del ejercicio de la jurisdicción por diversos motivos: art. 356 y ss. LOPJ) y suspensión de funciones (como consecuencia de un procedimiento judicial o disciplinario: arts. 361 a 367 LOPJ). Además, pueden pedir licencias y permisos en los casos y condiciones que señalan los arts. 371 a 377 LOPJ.

2.  EL PERSONAL NO JUZGADOR DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES

2.1.  El Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia (antes Secretarios Judiciales)

Al Juez o Magistrado le corresponde dirigir el proceso y dictar las resoluciones que resulten necesarias sobre las cuestiones procesales o materiales que se planteen. Pero, junto a él, se encuentran otros funcionarios que también trabajan en el órgano judicial y sin cuya concurrencia no sería posible el adecuado funcionamiento de la Administración de Justicia. A ellos hace referencia el art. 122.1 CE, cuando señala que «la Ley Orgánica del Poder Judicial determinará (…) el estatuto jurídico (…) del personal al servicio de la Administración de Justicia».

Dentro de este personal se encuentran englobados, en primer lugar, los tradicionalmente conocidos como Secretarios Judiciales, denominados desde la LO 7/2015, de 21 de julio, Letrados de la Administración de Justicia, que constituyen un Cuerpo único, de carácter nacional (art. 440 LOPJ), al que se accede, según señala el art. 442 LOPJ, bien por oposición libre, bien por concurso-oposición (de carácter restringido, solo para miembros del Cuerpo de Gestión Procesal con más de dos años de antigüedad, cubriendo un treinta por ciento de las plazas vacantes). A diferencia de los Jueces y Magistrados, el Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia no tiene un estatuto jurídico basado en la independencia, sino al contrario, actúan «bajo la superior dependencia del Ministerio de Justicia», y «se ordena jerárquicamente en la forma que se determine en las relaciones de puestos de trabajo» (art. 463.1 LOPJ). Es decir, que su labor habitual tiene los mismos principios conformadores que los propios del Ministerio Fiscal: «unidad de actuación y dependencia jerárquica», como expresamente señala el art. 452.1 LOPJ (lo que posibilita, por ejemplo, que el Ministerio de Justicia y sus órganos derivados puedan impartir instrucciones o cursar circulares que son de obligado cumplimiento). Los Letrados de la Administración de Justicia solo gozan de autonomía e independencia en el ejercicio de la fe pública judicial que, como en seguida se indicará, constituye su función clásica y es la que da sentido a su existencia como profesión jurídica independiente.

Efectivamente, el cometido principal de los Secretarios Judiciales ha sido tradicionalmente la de dar fe pública y documentar las actuaciones que se realizan en el Juzgado o Tribunal (arts. 453 y 454 LOPJ). También ejercen otras labores relacionadas con el desarrollo de los procedimientos: organizar adecuadamente la gestión de los asuntos (art. 454 LOPJ), dar cuenta de lo que sea menester (art. 455 LOPJ), impulsar el proceso y asumir determinadas competencias en cuestiones o materias no estrictamente jurisdiccionales (art. 456 LOPJ), o llevar el Archivo del órgano judicial y la Estadística judicial (arts. 457 y 461 LOPJ).

Sin embargo, tras la reforma introducida en la LOPJ por la LO 19/2003, de 23 de diciembre y, sobre todo, después de la operada por la LO 1/2009, de 3 de noviembre (completada con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de modificación de normas procesales para la implantación de la Nueva Oficina Judicial), al Secretario Judicial se le encomendaron otras muchas funciones no ya relacionadas con la tramitación de los procesos, sino incluso decisorias de aspectos muy importantes de éstos que hasta ese momento correspondían a Jueces y Magistrados (como la admisión de la demanda civil, la fijación de los señalamientos de vistas y comparecencias, la resolución sobre terminación anormal del proceso, o la práctica totalidad de algunos procesos, como el de ejecución o el monitorio).

Como luego se señalará con más detalle, la atribución de estas nuevas competencias a los Letrados de la Administración de Justicia conlleva un grave riesgo de «administrativización» del proceso, con la correlativa merma de los derechos y garantías de los ciudadanos, que tienen derecho a una tutela efectiva «de los jueces y tribunales» (art. 24.1 CE), tutela que engloba no solo la decisión sobre el fondo del asunto, sino también todas las que se van adoptando a lo largo del procedimiento y condicionan y preparan aquella.

2.2.  Los funcionarios de Juzgados y Tribunales

I. Junto a los Letrados de la Administración de Justicia se encuentran también al servicio de los órganos jurisdiccionales los denominados «funcionarios del Juzgado o Tribunal», y que venían conformados tradicionalmente por tres Cuerpos distintos: los Oficiales de Justicia, los Auxiliares y los Agentes Judiciales. Tras la reforma introducida por la LO 19/2003, de 23 de diciembre, estos tres Cuerpos han cambiado de denominación —aunque no de cometidos—, pasando a llamarse Cuerpos Generales (art. 475.a LOPJ) y dividiéndose en: Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa (antiguos Oficiales), Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa (antiguos Auxiliares) y Cuerpo de Auxilio Judicial (antiguos agentes).

Las competencias sobre todos estos funcionarios corresponden bien al Ministerio de Justicia, bien a la Consejería de Justicia de la Comunidad Autónoma correspondiente, según se haya o no transferido a la Autonomía respectiva las materias relativas a la Administración de Justicia (art. 471 LOPJ). Es decir, que mientras los Jueces y Magistrados dependen del CGPJ y los Letrados de la Administración de Justicia del Ministerio de Justicia, los funcionarios que trabajan en los Juzgados y Tribunales están sujetos, en la mayoría de los casos, al Gobierno de su Comunidad Autónoma (en materias como selección, formación, destinos, ascensos, situaciones administrativas, jornada laboral, horario y régimen disciplinario). Como es fácil de deducir, ese reparto tan disfuncional de competencias y responsabilidades en el seno de los órganos judiciales ha provocado que en estos años se hayan producido grandes diferencias entre los diversos territorios en el funcionamiento cotidiano de la Administración de Justicia (dependiendo de la mejor o peor gestión de los recursos que ha hecho cada Comunidad Autónoma o, en su caso, el Ministerio de Justicia).

II. Entrando ya en el análisis de cada uno de los Cuerpos Generales, y comenzando con el Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa, hay que señalar que son aquellos funcionarios que se ocupan de llevar a cabo los actos de gestión en la tramitación de los procedimientos, es decir, quienes están directamente encargados de llevar un determinado número de asuntos de los que se están sustanciando en el Juzgado o Tribunal. Además, se les atribuye la facultad de expedir copias simples de escritos y documentos, o documentar actuaciones realizadas fuera de la sede judicial (art. 476 LOPJ). Para acceder a este Cuerpo se requiere ser Diplomado Universitario (art. 475.a LOPJ) y aprobar una oposición (o excepcionalmente, ser seleccionado en un concurso-oposición: art. 484 LOPJ). También aquí cabe entrar por promoción interna desde el Cuerpo inmediatamente inferior, si se cuenta con una antigüedad mínima de dos años, reservándose un cincuenta por ciento de plazas a tal efecto (art. 490 LOPJ).

En segundo lugar, el Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa tiene atribuida la tarea de apoyo a la gestión procesal, esto es, la labor administrativa relacionada con la tramitación de los procedimientos (como confeccionar documentos, formar los expedientes, llevar el registro: art. 477 LOPJ). Para ingresar en este Cuerpo se requiere tener el título de Bachiller (art. 475.a LOPJ) y superar la oposición pertinente.

Por último, los funcionarios del Cuerpo de Auxilio Judicial tienen encomendada, entre otras, las labores de practicar los actos materiales de comunicación y hacer guardar el orden en las salas de vistas (art. 478 LOPJ). Para acceder a este Cuerpo se necesita disponer del Graduado escolar (art. 475.a LOPJ) y aprobar la correspondiente oposición.

III. A los Cuerpos Generales se unen los denominados Cuerpos Especiales (art. 475.b LOPJ), que están también al servicio de la Administración de Justicia, y que son el de Médicos Forenses (para Licenciados en Medicina), el de Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (para Licenciados en alguna rama de las titulaciones de Ciencias Experimentales y de la Salud), el de Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (para Técnicos Superiores en Formación Profesional) y el de Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (para Técnicos en Formación Profesional).

Además, también está la Policía Judicial, que son aquellos miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que «dependen de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente» (art. 124 CE). Es decir, que aunque orgánicamente dependen de las autoridades gubernativas, funcionalmente están al servicio del Poder Judicial en los procesos penales.

3.  LA OFICINA JUDICIAL

3.1.  Estructura básica de la Nueva Oficina Judicial

I. Tanto el personal juzgador (Jueces y Magistrados), como el resto de personas que están al servicio de la Administración de Justicia (Letrados de la Administración de Justicia y funcionarios), trabajan dentro de una estructura denominada Oficina Judicial, que ha experimentado en los últimos años una importante evolución en cuanto a su diseño y organización.

Hasta la reforma introducida por la LO 19/2003, de 23 de diciembre, el modelo de Secretaría que estaba vigente era el que podríamos llamar de «microoficina judicial», caracterizada por gozar cada Juzgado o Tribunal de una plena autonomía en la gestión de los procesos y asuntos a ellos encomendados, y una absoluta desconexión del resto de órganos judiciales, a pesar de poder compartir entre sí determinados recursos materiales o infraestructuras. En este diseño, al Juez se le atribuía la superior dirección de todo lo que se realizaba en el Juzgado, incluyendo no solo lo procesal sino también lo organizativo.

Este modelo se vio en parte modificado —aunque solo en las grandes capitales de provincia— en 1985 con la aparición de los Servicios Comunes, a través de los cuales determinadas actuaciones (fundamentalmente notificaciones y embargos, además del registro) se llevaban a cabo por organizaciones centrales (los servicios comunes), que realizaban esa labor para todos los órganos con competencia en la circunscripción. Con ello se pretendía racionalizar el uso de los medios disponibles y, sobre todo, gestionar de forma más eficiente determinadas diligencias que exigían una actividad externa.

II. El cambio principal en el modelo de oficina judicial tiene lugar, no obstante, en el año 2003. La LO 19/2003, de reforma de la LOPJ, ya citada, elimina —al menos, en el texto legal— la oficina judicial autónoma que había venido funcionando tradicionalmente en España, y diseña la implantación de una Nueva Oficina Judicial (en adelante NOJ), que es la que actualmente se recoge en los arts. 435 a 439 LOPJ. La finalidad pretendida con el nuevo diseño y organización legal era la de conseguir una gestión más racional y eficiente de los recursos disponibles, y no solo, como veremos, en lo que se refiere a los medios materiales, sino también a las personas que trabajan en los Juzgados y a las funciones que en relación con la tramitación del proceso corresponden a cada uno.

La NOJ se define en el art. 435.1 LOPJ como «la organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdiccional de Jueces y Tribunales». Y se divide en dos unidades básicas: las Unidades Procesales de Apoyo Directo (UPAD) y los Servicios Comunes Procesales (SCOP) (art. 436.2 LOPJ). No obstante, el art. 436.3 LOPJ señala que «el diseño de la Oficina Judicial será flexible», y que «su dimensión y organización se determinarán, por la Administración Pública competente, en función de la actividad que en la misma se desarrolle».

En cualquier caso, para comprender la nueva estructura de la Oficina, hay que tener presente que las denominadas UPAD no son sino las microoficinas judiciales tradicionales, una por cada Juzgado o Sección de Tribunal (art. 437.2 LOPJ), aunque despojadas de su «actividad exterior», que quedaría centralizada en los Servicios Comunes. Así, el art. 437.1 LOPJ define a la UPAD como «aquella unidad de la Oficina Judicial que directamente asiste a Jueces y Magistrados en el ejercicio de las funciones que les son propias, realizando las actuaciones necesarias para el exacto y eficaz cumplimiento de cuantas resoluciones dicten». Está, pues, compuesta por un Letrado de la Administración de Justicia (aunque en ocasiones un mismo Letrado puede estar a cargo de dos UPAD diferentes) y por los demás funcionarios de los distintos Cuerpos antes mencionados que se encuentren destinados en ella (art. 437.3 y 4 LOPJ).

Por su parte, los Servicios Comunes Procesales o SCOP se definen legalmente como «toda aquella unidad de la Oficina Judicial que, sin estar integrada en un órgano judicial concreto, asume labores centralizadas de gestión y apoyo en actuaciones derivadas de la aplicación de las leyes procesales» (art. 438.1 LOPJ). Por consiguiente, su misión es la de efectuar de forma centralizada algunas tareas comunes a las distintas UPAD (como la recepción de escritos, la notificación de resoluciones, la realización de requerimientos, etc.). Dentro de estos cometidos, el más polémico es el mencionado en el art. 438.3 II LOPJ, a cuyo tenor, se «podrán crear servicios comunes procesales que asuman la ordenación del procedimiento u otras funciones distintas a las relacionadas en este número, en cuyo caso, será preciso el informe favorable del Consejo General del Poder Judicial». Es decir, que parte del procedimiento se puede estar tramitando en ocasiones en los Servicios Comunes y no en las UPAD, con lo que en esos momentos quedaría fuera del control y dirección —incluso físicamente, pues los autos estarían en el SCOP— del Juez que está conociendo el asunto, con la desjudicialización que eso implica.

Respecto de la organización interna de los SCOP, el art. 438.5 I LOPJ establece que «al frente de cada servicio común procesal constituido en el seno de la Oficina Judicial habrá un Secretario judicial, de quien dependerán funcionalmente el resto de los secretarios judiciales y el personal destinado en los puestos de trabajo en que se ordene el servicio de que se trate y que, en todo caso, deberá ser suficiente y adecuado a las funciones que tiene asignado el mismo». Ese Letrado de la Administración de Justicia puede ser, en los partidos judiciales pequeños, el mismo de la UPAD (art. 438.5 II LOPJ), y en su tarea al frente de los Servicios Comunes «deberá hacer cumplir, en el ámbito organizativo y funcional que le es propio, las ordenes y circulares que reciba de sus superiores jerárquicos. En el ámbito jurisdiccional, responderán del estricto cumplimiento de cuantas actuaciones o decisiones adopten Jueces o Tribunales en el ejercicio de sus competencias» (art. 438.6 LOPJ).

III. Al lado de la UPAD y los SCOP, el nuevo diseño contempla la denominada Unidad Administrativa, que se define como «aquella que, sin estar integrada en la Oficina Judicial, se constituye en el ámbito de la organización de la Administración de Justicia para la jefatura, ordenación y gestión de los recursos humanos de la Oficina Judicial sobre los que se tienen competencias, así como sobre los medios informáticos, nuevas tecnologías y demás medios materiales» (art. 439.1 LOPJ). Es decir, que la Unidad Administrativa es la estructura que gestiona los recursos humanos y los medios materiales e informáticos de la Oficina Judicial (como hacían las antiguas Gerencias del Ministerio de Justicia), y su «diseño, creación y organización» (art. 439.2 LOPJ) corresponde al Ministerio de Justicia o a las Comunidades Autónomas, según a quien le estén atribuidas las competencias en materia de Justicia.

3.2.  La Nueva Oficina Judicial y la tramitación de los procedimientos

I. La implantación de la Nueva Oficina Judicial se ha llevado a cabo fundamentalmente a través de la LO 1/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la LOPJ, y la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de modificación de normas procesales para la implantación de la Nueva Oficina Judicial. La virtualidad de esta reforma no ha sido tanto producir un cambio en la estructura básica de los Juzgados y Tribunales españoles, cuanto la de redistribuir competencias sobre actuaciones procesales entre los Jueces y Magistrados y los Letrados de la Administración de Justicia, atribuyendo a estos últimos muchas de las funciones de tramitación y decisión que hasta ese momento correspondían a los primeros.

Realmente, esta transferencia de competencias de los Jueces a los Letrados de la Administración de Justicia no se ha concebido para que tenga lugar en el seno de las UPAD (es decir, no se busca que el Letrado de la UPAD decida cuestiones que antes resolvía el Juez de su Juzgado), sino que lo que pretende es que tales funciones pasen de las UPAD a los SCOP, de manera que buena parte de la tramitación de los procesos (en particular, toda la fase inicial declarativa, desde la demanda hasta la primera audiencia; prácticamente todo el desarrollo de los recursos; y desde luego, el grueso del proceso de ejecución) termine realizándose fuera de las UPAD (esto es, al margen de los Jueces), siendo dirigida y controlada por los Letrados de la Administración de Justicia que estén a cargo de los SCOP. Por ello, un sector de la doctrina procesal ha puesto en duda la constitucionalidad de la reforma, por la posible vulneración de los arts. 24.1 y 117.3 CE, al dejar algunas decisiones fundamentales del proceso (como la admisión de la demanda, la terminación anormal del proceso, la aprobación de la tasación de costas o numerosas decisiones en materia de ejecución) en manos del Letrado de la Administración de Justicia (antes llamado Secretario Judicial, como ya se dijo) que, como ya se indicó, no puede ser considerado un profesional «independiente», como sí son los Jueces y Magistrados (2) .

Por lo demás, la implementación de esta reforma —con su correspondiente redistribución de funciones entre la UPAD y los SCOP—, se pretendía realizar de forma escalonada, habiéndose comenzado en Juzgados y Tribunales sitos en territorios que aún son gestionados por el Ministerio de Justicia (como son los órganos unipersonales de las capitales de Murcia, Burgos, Cáceres, Ciudad Real o León). El resultado no ha sido en absoluto satisfactorio, y la extensión del modelo se encuentra actualmente suspendida, pues los numerosos fallos del sistema y la descoordinación producida estaban originando en muchos de esos partidos judiciales un considerable retraso en la resolución de los asuntos.

II. A la vista de las dificultades teóricas y prácticas que se plantean en relación con la NOJ, no se puede vaticinar si el nuevo modelo se mantendrá en un futuro, o si se buscará una fórmula alternativa que, pretendiendo también la eficiente gestión de los recursos, no pase por una desjudicialización de los procesos.

En cualquier caso, las futuras reformas legales parecen apuntar más bien a una modificación de las demarcaciones judiciales y de la planta judicial. En concreto, se ha propugnado, en primer lugar, la desaparición de las actuales circunscripciones territoriales basadas en el partido judicial y una centralización de los recursos personales y materiales en las capitales de provincia o en los grandes núcleos de población. Y, en segundo término, como complemento de ese cambio legal, la sustitución de los órganos de justicia unipersonales por unos denominados Tribunales de Instancia, que divididos en Secciones, permitirían incorporar nuevos Jueces sin necesidad de crear nuevos órganos (algo cada vez más costoso, puesto que cada nuevo Juez obliga a constituir una nueva UPAD) y gestionar de modo más eficiente los cada vez menos abundantes recursos dedicados a la Administración de Justicia.

4.  EL PERSONAL COLABORADOR DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

En los procesos civiles, además del personal funcionario (juzgador o no juzgador) que desarrolla su labor en el órgano judicial, participan otros profesionales cuya colaboración se precisa para que pueda ejercitarse eficazmente la función jurisdiccional.

I. Comenzando por el Ministerio Fiscal, debe señalarse que es quien debe promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos y libertades de las personas y del interés público (arts. 124.1 CE y 541 LOPJ). Por ello interviene sobre todo en los procesos penales, ejerciendo la acción penal pública, pero también en aquellos procesos civiles en que se ventilan cuestiones de interés público, como sucede en los de incapacidad, filiación, o cualesquiera otros en los que participan menores, declarados incapaces o ausentes.

El art. 124.2 CE fija también algunos aspectos de su régimen jurídico —que se desarrolla plenamente en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, que regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal (en adelante EOMF), como exige el art. 124.3 CE— que resultan, pues, de obligado cumplimiento: por un lado, sus principios de actuación externa, denominados funcionales, que son los de legalidad (han de actuar siempre ajustando su conducta a la Ley, sin margen de discrecionalidad) e imparcialidad (no deben adscribirse a ninguna posición procesal a priori, sino que deben sostener lo que corresponda de acuerdo con la Ley); y los de actuación interna, u orgánicos, que son los de unidad de actuación (que implica que todos los Fiscales sigan los mismos criterios en la interpretación jurídica) y dependencia jerárquica (que supone que el inferior está sujeto a las instrucciones y decisiones de sus superiores). Precisamente por este último principio adquiere especial importancia la organización interna del Ministerio Fiscal, que tiene en su cúspide al Fiscal General del Estado, quien es elegido por cuatro años (art. 31.1 EOMF) por el Gobierno, oído el CGPJ (art. 124.4 CE), previa comparecencia en el Congreso (art. 29.2 EOMF); esa vinculación con el Gobierno es la que produce la sospecha de politización que siempre acompaña a las actuaciones del Ministerio Fiscal cuando estas afectan a la vida política o social.

II. También se debe destacar la posible intervención de los Abogados del Estado y los Letrados de las Comunidades Autónomas y de los demás entes públicos, que representan y defienden los intereses de las distintas Administraciones en los pleitos en que resulten afectados, que pueden ser de todo tipo: civiles, penales, contencioso-administrativos o laborales (art. 551 LOPJ). La regulación básica del Servicio Jurídico del Estado se encuentra recogida en la Ley 52/1997 de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.

III. Por su parte, los Abogados son los encargados de defender ante el Tribunal los derechos y la posición procesal de los litigantes, así como de dirigirles y asesorarles jurídicamente (art. 542 LOPJ). Su intervención es preceptiva en la gran mayoría de los procesos (civiles, penales, contencioso-administrativos y la mayoría de los laborales), y su elección es libre para cada litigante; aunque pueden ser designados de oficio en los casos en que la parte no puede pagar los gastos de Letrado y goce del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Su estatuto básico se encuentra regulado actualmente en el Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía Española, aunque ya está anunciada su sustitución por un nuevo texto elaborado por el Consejo General de la Abogacía, y que se encuentra pendiente de aprobación por el Consejo de Ministros.

IV. Por último, a los Procuradores se les atribuye la representación de los litigantes en el proceso, es decir, la relación directa con el órgano judicial, salvo para aquellos actos en que la Ley exija la intervención personal de la parte en las actuaciones (art. 543 LOPJ). Su intervención también es preceptiva con carácter general en el ámbito civil y, en las demás jurisdicciones, para la actuación ante órganos colegiados. Su régimen jurídico se halla en el Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto General de los Procuradores de los Tribunales de España.

Para acceder a la profesión de Abogado o Procurador, desde noviembre de 2011 en que entró en vigor la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, se exige no solo haber obtenido el Grado en Derecho, sino también la superación de un Máster de Acceso y un examen teórico-práctico. Quedan, no obstante, excluidos de la necesidad de realizar el Máster quienes hubieran cursado estudios de Licenciatura (no de Grado).
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